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ACTA APROBADA
SESIÓN ORDINARIA No.2690
FECHA:		Jueves 18 de noviembre del 2010
HORA:	7:30 a.m.
LUGAR:	SALA DE REUNIONES DEL CONSEJO INSTITUCIONAL DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA 
DIRECTORES
Ing. Giannina Ortiz Quesada 		Rectora y Presidenta a.i.
M.Sc. Rocío Poveda Picado 	Representante Comunidad Nacional
BQ. Grettel Castro Portuguez	Profesora del ITCR
Ing. Nancy Hidalgo Dittel	Profesora del ITCR
Máster Claudia Zúñiga Vega	Profesora del ITCR
Ing. Jorge Chaves Arce	Profesor del ITCR 
Dra. Lilliana Harley Jiménez	Funcionaria Administrativa del ITCR 
Ing. Alexander Valerín Castro	Funcionario Administrativo del ITCR
Srita. Andrea Navas Asturias 	Estudiante del ITCR 
Sr. Cristhian Solís Ramírez	Estudiante del ITCR 
Sr. Manfred Rivera Redondo	Estudiante del ITCR 

AUSENTES:
Ing. Dennis Mora Mora	Egresado del ITCR (Ausencia justificada)
Ing. Carlos Roberto Acuña Esquivel	Egresado del ITCR (Ausencia injustificada) 

FUNCIONARIOS
Lic. Isidro Álvarez Salazar	Auditor Interno
Licda. Bertalía Sánchez Salas	Directora Ejecutiva de la Secretaría 
	del Consejo Institucional
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Se inicia la Sesión a las 7:55 a.m., con la presencia de la Ing. Giannina Ortiz, quien preside, Srita. Andrea Navas, Sr. Manfred Rivera, BQ. Grettel Castro, Ing. Nancy Hidalgo, la señora Claudia Zúñiga y el MSc. Jorge Chaves,  Ing. Alexander Valerin y Lic. Isidro Alvarez.
La señorita Giannina Ortiz justifica la ausencia del señor Dennis Mora, quien no podrá asistir a esta sesión por motivos laborales.
ASUNTOS DE TRÁMITE
ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
La señorita Giannina Ortiz somete a consideración de los miembros del Consejo, la agenda del día. 
La señora Nancy Hidalgo solicita incluir los siguientes puntos: 
· “Pronunciamiento sobre la situación en la frontera norte de nuestro país”
· 2Conformación de una comisión especial que definirá el procedimiento a seguir por el Consejo Institucional para realizar el nombramiento del subauditor interno”
· “Solicitud a las personas con acceso a documentos oficio AUDI-264-2010 y el Informe AUDI-F-005-2010, según las certificaciones emitidas por las dependencias consultadas, según acuerdos del Consejo Institucional, Sesión No. 2685, Artículo 12, celebrada el 21 de octubre del 2010”.
El señor Jorge Chaves solicita incorporar en la agenda el punto denominado: “Modificación del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 2633, Artículo 14, del 15 de octubre de 2009 “Programa de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR, a partir del I Semestre 2010”.
La señorita Giannina Ortiz señala que quedarán como puntos 9, 10, 11 y 12 de la agenda.
Se somete a votación la agenda modificada  y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, la agenda se aprueba de la siguiente manera:
ASUNTOS DE TRÁMITE
Asistencia
1. Aprobación de la  Agenda
2. Aprobación del Acta No. 2688
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informe de Rectoría
5. Propuestas de Comisiones
6. Propuestas de Miembros del Consejo Institucional
ASUNTOS DE FONDO
7. Licitación Pública No. 2010LN-000005-APITCR “Concesión de local para servicio de soda periférica Sede Central”. (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
8. Costo y rangos de pago para los Cursos de Verano 2010-2011. (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
9. Pronunciamiento sobre la situación en la frontera norte de nuestro país (A cargo de Integrantes del Consejo Institucional)
10. Conformación de una comisión especial que definirá el procedimiento a seguir por el Consejo Institucional para realizar el nombramiento del subauditor interno. (A cargo de Integrantes del Consejo Institucional)
11. Solicitud a las personas con acceso a los documentos: Oficio AUDI-264-2010 y el Informe AUDI-F-005-2010, según las certificaciones emitidas por las dependencias consultadas y acuerdo del Consejo Institucional tomado en Sesión No. 2685, Artículo 12, celebrada el jueves 21 de octubre de 2010. (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración).
12. Modificación del Acuerdo tomado en la Sesión 2633, Artículo 14, del 15 de octubre de 2009: Programa de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR, a partir del I Semestre 2010. (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles)
13. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220 protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”, Expediente Legislativo No. 16.956. (A cargo de la Presidencia)
14. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre “Proyecto de Ley de Símbolos Patrios y Valores Cívicos”, Expediente Legislativo No. 16.678. (A cargo de la Presidencia)
15. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de Ley “Promoción del ahorro del papel en la Administración Pública”, el cual se tramita bajo Expediente No. 17.136. (A cargo de la Presidencia)
ASUNTOS VARIOS
16. Informe de Prensa
17. Definición puntos de agenda para la próxima sesión 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690.
NOTA: El señor Cristhian Solís ingresa a las 7:50 am 
ARTÍCULO 2.	Aprobación del Acta No. 2688.
Se somete a votación el Acta de la Sesión No. 2688 y se obtiene el siguiente resultado: 6 votos a favor, 3 en contra. Se incorporan las modificaciones externadas por las personas integrantes del Consejo Institucional.
La señorita Giannina Ortiz, la señora Nancy Hidalgo y el señor Alexander Valerín, justifican su voto en contra, por no haber estado presentes en esa Sesión. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690.
ARTICULO 3.	Informe de Correspondencia  
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:  
Correspondencia remitida al Presidente del Consejo Institucional:
1. CCP-68-2010 Nota con fecha 08 de noviembre de 2010, suscrita por el Dr. Luis Gerardo Meza Cascante, Presidente de la  Comisión de Evaluación Profesional, dirigida a la Ing. Giannina Ortiz Quesada., Presidenta a.i. Consejo Institucional,  en la cual solicita ampliar la interpretación auténtica del artículo 1 del Reglamento de Carrera Profesional, en cuanto a si las obras (artículos en revistas, libros, obras didácticas, etc.) generadas en las actividades realizadas por el profesional en la FUNDATEC, pueden ser reconocidos para pasos de categoría según el Reglamento vigente. (SCI-1267-11-2010). 
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estud.
2. PAO-OPI-280-2010 Nota con fecha 15 de noviembre de 2010, suscrita por el M.A.E. Marcel Hernández Mora, Director de la Oficina de Planificación, dirigida  a la Ing. Giannina Ortiz Q.,  Presidenta a.i. Consejo Institucional, en la cual adjunta el Plan Anual Operativo 2011 para revisión y análisis por parte del Consejo Institucional. Cabe señalar que dicho documento incorpora las observaciones sugeridas por la Auditoría Interna en oficio AUDI-345-2010 del 3 de noviembre del presente año y por la Comisión de Planificación y Administración, según Sesión Extraordinaria número 374, realizada el viernes 12 de noviembre del 2010. (SCI-1308-10-2010). 
Se toma nota.  Tema  resuelto en la Sesión Extraordinaria 2689
3. AUDI-354-2010 Nota con fecha 10 de noviembre de 2010, suscrita la Máster Lorena Somarribas Meza, Auditora, dirigida al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Presidente a.i. Consejo Institucional,  en la cual remite nota de respuesta,  respecto a la Solicitud de Modificación Presupuestaria No. 713 ATIPTEC. (SCI-1284-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada a la  Comisión de Planificación y Administración
4. AUDI-356-2010 Nota con fecha 16 de noviembre de 2010, suscrita el Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, dirigida a la Ing. Giannina Ortiz Quesada, Presidenta a.i. del Consejo Institucional,  en la cual remite el Informe de Asesoría AUDI/AS-021-2010, “Observaciones a la Solicitud de Modificación Presupuestaria No. 713 ATIPTEC”.  (SCI-1318-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
5. DIP-1201-2010 Nota con fecha 12 de noviembre de 2010, suscrita por la M.Sc. Maribel Jiménez M., Directora a.i. Dirección de Proyectos, dirigida a la  M.Sc. Giannina Ortiz, Presidenta a.i. Consejo Institucional, en la cual adjunta modificación a los Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema y Lineamientos Específicos para la aprobación, seguimiento y evaluación de proyectos de regionalización universitaria (iniciativas de desarrollo de desarrollo), propuesta por la Dirección de Proyectos (SCI-1307-10-2010). 
Se toma nota en el  Seguimiento de la Ejecución del Control de acuerdos del C.I. y se traslada a la Comisión de  Planificación y Administración
6. TIE-502-2010 Nota con fecha 08 de noviembre de 2010, suscrita por la Ing. Gabriela Ortiz León, Presidenta Tribunal Institucional Electoral , dirigida al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Presidente a.i. Consejo Institucional, en la cual remite respuesta al oficio SCI-825-2010, referente a la devolución de la propuesta de reforma al Código de Elecciones del ITCR. Solicitan al Consejo Institucional le den el trámite correspondiente a la propuesta de Reforma al Código de Elecciones del ITCR,  debido a que al Tribunal Institucional Electoral  le corresponde elaborar la propuesta y enviarlos directamente al Consejo Institucional; y en su defecto el Consejo Institucional, de ser necesario, lo  debe remitir a la Oficina de Planificación Institucional,  para lo que corresponda. (SCI-1286-10-2010). 
Se toma nota  Devolver al TIE
7. TIPTEC-048-2010  Nota con fecha 10 de noviembre de 2010, suscrita por las Señoras Karla González, Secretaria, Rosaura Brenes, Presidenta, Ingrid Herrera, Vicepresidenta, Ana Ruth Vílchez, Tesorera, el Señor Marvin Villegas, Vocal 1, la señora María Estrada, Vocal 2, y el Señor Kenneth Mora, Fiscal, dirigida al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Presidente a.i. Consejo Institucional, en la cual solicitan vehementemente  en nombre de los niños del Taller Infantil, la aprobación de la modificación que permitirá contar con los recursos asignados por el Tecnológico de Costa Rica, según acuerdo del Consejo Institucional en sesión No. 2632, artículo 9 del 8 de octubre del 2009 . (SCI-1280-10-2010). 
Se toma nota  Se traslada a la Comisión de  Planificación y Administración
8. VAD-367-2010  Nota con fecha 9 de noviembre de 2010, suscrita por el MAE. Jorge Mena Calderón, Vicerrector de Administración, dirigida al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Rector a.i., en la cual como complemento al oficio RH-1435-10, se adjunta el Oficio RH-1496-10 suscrito por la Dra. Hannia Rodríguez Mora, Directora del Departamento de Recursos Humanos, quien amplia el porcentaje de antigüedad incluido en las proyecciones de la masa salarial. (SCI-1276-10-2010). 
Se toma nota  Tema tratada en Sesión Extraordinaria No. 2689
Correspondencia remitida al Consejo Institucional
9. NOTA SIN REFRENCIA  recibida  en la Secretaría del Consejo Institucional el 15 de noviembre del 2010, suscrita por el Máster Freddy Ramírez Mora, Director de la Escuela de Computación, dirigida al Consejo Institucional, en la que solicita que se le extienda certificación de participación en comisiones institucionales, con el objetivo de presentarlas a la Comisión de paso de categoría. (SCI-1310-11-10)
Se toma nota.  Se traslada a la Dirección Ejecutiva para que envíe respuesta.
10. CD-198-2010  Nota con fecha 11 de noviembre de 2010, suscrita por la Dra. C. Rosaura Méndez, Directora Escuela de Cultura y Deporte, dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva  Secretaría Consejo Institucional,  en atención a oficio SCI-440, donde se solicita el análisis del Proyecto “Ley de Símbolos Patrios y Valores Cívicos”, remite el respectivo criterio elaborado por la M.Sc. Desirée Mora C.  (SCI-1304-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada como punto de agenda.
11. SIGA-22-2010  Nota con fecha 10 de noviembre de 2010, suscrita por la M.Sc. Teresa Salazar Rojas, dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva Secretaría Ejecutiva, en la cual remite las observaciones en relación al proyecto de Ley Promoción del Ahorro del papel en la Administración Pública. (SCI-1281-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada como  punto de agenda.
12. AL-658-2010 Nota con fecha 12 de noviembre de 2010, suscrita por el Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director Asesoría Legal, dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva  de la Secretaría del Consejo Institucional, en la cual emite criterio jurídico, respecto al proyecto de Ley “Reforma y Adición de un Artículo a la Ley 8220, Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”.   (SCI-1257-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada como punto de agenda.
13. SCI-874-2010 Nota con fecha 09 de noviembre de 2010, suscrita por la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva Consejo Institucional, en la cual solicita que la propuesta elaborada por la Comisión Especial, creada con el propósito de evaluar la normativa existente y de analizar la posibilidad de crear una reglamentación integrada sobre el tema de la incorporación de profesores jubilados, visitantes, ad-honorem, entre otros, a las actividades académicas del ITCR, sea trasladada a la Comisión Especial de proceso de Contratación de Personal. (SCI-1279-10-2010). 
Se toma nota. Se traslada a la Comisión Especial de Contratación
14. SCI-891-2010 Nota con fecha 12 de noviembre de 2010, suscrita por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del  Consejo Institucional,  dirigida al Lic. René D´Avanzo Trejos, Coordinador de la Comisión Análisis de estadísticas población estudiantil y docente y a la Dra. Hannia Rodríguez M., Directora del Departamento de Recursos Humanos,   en la cual remite respuesta al oficio DAR-825-10, sobre la conformación de la Comisión de Análisis de Estadísticas de población estudiantil y docente.  Le indica que el Departamento de R.H. debe designar a un representante en la mencionada Comisión e informarlo al Ing. Carlos Mata Montero, Coordinador de la Comisión de Seguimiento. (SCI-1304-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada a Comisiones Especiales 
15. FEPETEC-31-2010 Nota con fecha 4 de noviembre de 2010, suscrita por el Ing. José Guillermo Marin Rosales, Secretario Junta Directiva, dirigida a miembros del  Consejo Institucional,  en la cual solicita excusen al Ing. Dennis Mora Mora, en la sesión del Consejo Institucional convocada para el 4 de noviembre 2010 y entre el lapso del 11 y 18 de noviembre 2010. Lo anterior por motivos laborales. Solicita justificar la ausencia y convocar al Ing. Carlos Roberto Acuña Esquivel en calidad de suplente. (SCI-1300-10-2010). 
Se toma nota.  
16. SCI-871-2010 Nota con fecha 4 de noviembre de 2010, suscrita por la M.Sc. Claudia Zúñiga, Coordinadora de la Comisión de Estatuto Orgánico, dirigida al  M.Sc. Marcel Hernández, Director Oficina de Planificación Institucional, con copia a miembros del Consejo Institucional, en la cual solicita un análisis técnico de la Propuesta “Creación del Departamento de Asuntos Jurídicos”, que incluya la factibilidad técnica de crear un departamento según la normativa institucional.  (SCI-1271-10-2010). 
Se toma nota. 
17. INVITACIÓN DE LA ESCUELA EN DISEÑO INDUSTRIAL  Con fecha de recibido 11 de noviembre de 2010, suscrita por la Escuela en Diseño Industrial, dirigida a miembros del  Consejo Institucional,  en la cual invitan al acto de celebración del 30 aniversario de la fundación de la escuela, la misma será el lunes 15 de noviembre 2010, en el Auditorio del Colegio de Federados de Ingenieros y Arquitectos a las 18: horas. (SCI-1296-10-2010). 
Se toma nota.  Comunicada a los integrantes por correo electrónico
18. R-1142-2010 Nota con fecha 15 de noviembre de 2010, suscrita por la Ing. Giannina Ortiz Quesada, Rectora a.i., dirigida al Ing. Alexander Valerín, Centro de Cómputo, con copia a miembros del Consejo Institucional,  en la cual para los efectos pertinentes, hace de su conocimiento la Resolución RR-418-10, mediante la cual se autoriza la licencia con goce de salario al Ing. Alexander Valerín, del 21 al 24 de noviembre, quien visitará la Universidad Tecnológica de Panamá para promocionar los distintos programas del TEC . Autoriza además, el pago de viáticos y boletos aéreos.  (SCI-1311-10-2010). 
Se toma nota.  
19. IA-420-2010 Nota con fecha 12 de noviembre de 2010, suscrita por el Ing. Milton Solórzano Q., Director Escuela de Ingeniería Agrícola, dirigida a  la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva Consejo Institucional,  en la cual adjunta el análisis del Proyecto de Ley del Recurso Hídrico. (SCI-1311-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada como Futuro punto de Agenda.
20. OPI-216-2010 Nota con fecha 15 de noviembre de 2010, suscrita por el M.A.E. Marcel Hernández Mora, Director Ejecutivo Oficina de Planificación, dirigida  a  la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva Consejo Institucional,  en la cual en atención al oficio SCI-647-2010, adjunta el pronunciamiento sobre el Proyecto de Ley “Creación del Sistema Nacional de Evaluación Permanente de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios”, Expediente No 17.117. (SCI-1308-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada como futuro punto de agenda
21. INVITACIÓN DE LA OFICINA DE EQUIDAD DE GÉNERO Y DEL CENTRO DE VINCULACIÓN UNIVERSIDAD-EMPRESA DEL ITCR, Con fecha de recibido del 15 de noviembre de 2010, suscrita por la Oficina de Equidad de Género y el Centro de Vinculación Universidad-Empresa del ITCR , dirigida  a  miembros del Consejo Institucional,  en la cual invitan  a la conferencia con la población indígena beneficiada con el Campus Tecnológico Indígena construido en Amubri de Talamanca, a través de video-conferencia, por celebrarse el  día y la hora que el C.I. disponga; para lo cual se está solicitando como punto de agenda en una de las sesiones.. (SCI-1309-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada como  punto de agenda el  jueves 25 de noviembre del 2010.
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional
22. DFC-1701-2010 Nota con fecha 04 de noviembre de 2010, suscrita por el M.A.E. Jorge Mena Calderón, Director a.i. Departamento Financiero Contable, dirigida al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Rector a.i., con copia a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración,  en la cual en atención a nota R-1091-2010, mediante la cual, la Ing. Giannina Ortiz Q., en su calidad de Rectora a.i., solicita varios cuadros para el análisis del Presupuesto Ordinario 2011, remite lo pertinente y a cargo del Departamento de Financiero Contable. (SCI-1302-10-2010). 
Se toma nota Tema tratado en  la Sesión Extraordinaria 2689
23. R-1143-2010, Nota con fecha 15 de noviembre del 2010, suscrita por  la Ing. Giannina Ortiz, Rectora a.i., dirigida a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración,  en la cual para lo correspondiente, adjunta copia de la Resolución de Rectoría RR-418-2010, sobre la Negociación Salarial 2011, entregada al Sr. Carlos Martínez, Secretario General AFITEC. (SCI-1307-10-2010) 
Se toma nota.  Tema  relacionado con el Presupuesto Ordinario aprobado en la Sesión Extraordinaria 2689
24. VIE-1180, Nota con fecha 9 de  noviembre del 2010, suscrita por  la M.Sc. Ileana Moreira González, Vicerrectora a.i Vicerrectoría de Investigación y Extensión. , dirigida a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración, en la cual se detallan los puntos con respecto a la justificación de la necesidad urgente de que la Asociación Taller Infantil Psicopedagógico del TEC cuente con los recursos aprobados por el Consejo Institucional, según sesión ordinaria No. 2632, artículo 9, del 8 de octubre del 2009. (SCI-1283-10-2010) 
Se toma nota. Se traslada como futuro punto de agenda
25. CC-589-2010 Nota con fecha 10 de noviembre de 2010, suscrita por el Ing. Alfredo Villarreal R., M.Ed. Director Centro de Cómputo, dirigida a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración,  en la cual adjunta el documento Plan Informático 2011, con correcciones y  actualizado a noviembre 2010.  (SCI-1282-10-2010). 
Se toma nota.  Tema  tratado en la Sesión Extraordinaria No.2689
26. SCI-873-2010, Nota con fecha 9 de noviembre del 2010, suscrita por la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración, dirigida al M.Sc. Jorge Chaves Arce, Coordinador Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantes, en la cual se le solicita revisar en forma conjunta el tema de la creación del Área de Administración de Tecnologías de información para aclarar varias dudas.  (SCI-1278-10-2010) 
Se toma 
27. OPI-214-2010 Nota con fecha 12 de noviembre de 2010, suscrita por el M.A.E. Marcel Hernández Mora, Director Ejecutivo Oficina de Planificación, dirigida  a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración,  en la cual en la cual adjunta una adenda de con aclaraciones al documento “Informe de requerimientos de plazas para el 2011” (SCI-1305-10-2010). 
Se toma nota.   Se traslada como futuro punto de agenda
28. RH-1510-2010 Nota con fecha 12 de noviembre de 2010, suscrita por la Dra. Hannia Rodríguez Mora, Directora del Departamento de Recursos Humanos, dirigida  al MAE. Jorge Mena Calderón, Vicerrector Vicerrectoría de Administración, con copia a la la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración,  en la cual remite rectificación cálculo relación Masa Salarial/FEES indicada en oficio RH-1435-2010 (SCI-1298-10-2010). 
Se toma nota.  Tema  tratado en la Sesión Extraordinaria 2689
29. AP-1606-2010 Nota con fecha 16 de noviembre de 2010, suscrita por el Lic. Walter Sequeira Fallas, Director Departamento de Aprovisionamiento, dirigida  a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración,  en la cual como complemento al informe final de la Licitación Pública No 2010LN-000005-APITCR, “Concesión de Local para Servicio de Soda Periférica Sede Central, Cartago”, indica que el periodo de esta contratación es de un año a partir del 1 de enero del 2011,  el cual se podrá prorrogar por periodos iguales hasta por un máximo de 3 años, previo acuerdo de las partes. (SCI-1298-10-2010). 
Se toma nota.  Punto de agenda correspondiente
30. DFC-1740-2010 Nota con fecha 16 de noviembre de 2010, suscrita por el M.A.E. Jorge Mena Calderón, Vicerrector de Administración y Director a.i. Departamento de Financiero Contable, dirigida a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración,  en la cual remite las variaciones realizadas al Informe de Presupuesto Ordinario 2011. (SCI-1326-10-2010). 
Se toma nota.  Tema  tratado en la Sesión Extraordinaria 2689
ADDENDUM DE CORRESPONDENCIA
31. ViDa-1391-2010 Nota con fecha 16 de noviembre de 2010, suscrita por el Ing. Andrés Robles R. Vicerrector a.i., dirigida a la M.Sc. Giannina Ortiz Q., Presidenta a.i. del Consejo Institucional,  en la cual  remite aclaración al oficio con el fin de que el Consejo Institucional apruebe lo correspondiente al Oficio, VIDA-1309-2010, sobre la propuesta de costo de rangos de pago  para los cursos de Verano 2010-2011;  y solicita se lea correctamente un incremento del 5% para los Cursos de Verano 2010-2011 (SCI-1326-10-2010). 
Se toma nota.  Se traslada como punto de agenda 
32. SCI-894-2010 Nota con fecha 16 de noviembre de 2010, suscrita por la Ing. Giannina Ortiz Q., Rectora y Presidenta del Consejo Institucional,  dirigida a la Licda. Giselle Segnini Hurtado, Gerente Área División de Fiscalización Operativa y Evaluativa Contraloría General de la República, en la cual con referencia al oficio No. 10532 “Informe DFOE-SOC-IF-75-2010, sobre los mecanismos de control aplicados por su representada en las actividades de vinculación  externa realizadas con la coadyuvancia de la Fundación Tecnológica de Costa Rica, se informa que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 342 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, dentro del plazo de ley, interpone formales recursos de revocatoria con apelación en subsidio ante el Despacho Contralor, contra el Informe DFOE-SOC-IF-75-2010, sobre los mecanismos de control aplicados por su representada en las actividades de vinculación externa realizadas con la coadyuvancia de la Fundación Tecnológica de Costa Rica, FUNDATEC, conocido por el Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2688, celebrada el jueves 12 de noviembre del 2010.  (SCI-1327-10-2010). 
Se toma nota.  
33. DFOE-SOC-1261-2010 Nota con fecha 16 de noviembre de 2010, suscrita por la Licda. Giselle Segnini Hurtado, Gerente de Área División de Fiscalización Operativa y Evaluativa Contraloría General de la República,  dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva Secretaría del Consejo Institucional, en la cual remite sustitución de Anexo No. 1 del Informe No. DFOE-SOC-IF-75-2010, mediante la cual se consignaron los resultados del estudio sobre los mecanismos de control aplicados por ese Instituto en las actividades de vinculación externa realizadas con la coadyuvancia de la FUNDATEC. Debido a un error involuntario en la transcripción del informe final, en la página No. 24, correspondiente al Anexo No. 1 denominado “Directores con proyectos a cargo Año 2009” se consignó en el segundo subtotal un monto de ¢64.649.999, siendo lo correcto ¢469.649.999,00.  (SCI-1337-10-2010). 
Se toma nota.  Se informa a los miembros del Consejo Institucional.  El original consta en el expediente
34. ViDa-1392-2010 Nota con fecha 16 de noviembre de 2010, suscrita por el Ing. Andrés Robles R. Vicerrector a.i., dirigida a la M.Sc. Giannina Ortiz Q., Presidenta a.i. Vicerrectoría de Docencia, en la cual  con el fin de hacer del conocimiento del Consejo Institucional adjunta oficio ViDa-1289-2009, en el cual se circuló la propuesta aprobada Sesión 17-2009, Artículo 5, inciso b, del 9 de setiembre 2009 por el Consejo de Docencia acerca del Día del Profesor. (SCI-1339-10-2010). 
Se toma nota. 
La señora Bertalía Sánchez da lectura al informe de correspondencia, la cual se direcciona a las diferentes Comisiones, como sigue: 
Punto 1 (CCP-68-2010) en el cual solicita ampliar la interpretación auténtica del artículo 1 del Reglamento de Carrera Profesional, en cuanto a si las obras (artículos en revistas, libros, obras didácticas, etc.) generadas en las actividades realizadas por el profesional en la FUNDATEC, pueden ser reconocidos para pasos de categoría según el Reglamento vigente.  Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles.
La señorita Giannina Ortiz manifiesta que le preocupan algunas cosas que se han  venido presentando a nivel de la Vicerrectoría de Docencia y es hasta dónde el trabajo que  la mayoría de funcionarios realiza es parte de la función por la cual le  están  pagando, es decir son funciones ordinarias del puesto, ya que actualmente para cualquier cosa que realicen los funcionarios solicitan certificación para paso de categoría. Por lo que, sugiere que se analicen con detenimiento los requisitos en el Reglamento.
La señora Nancy Hidalgo comenta que los últimos meses ha analizado una avalancha de solicitudes y se debe ser muy cuidadoso, porque el objetivo de este Régimen es velar por la calidad y excelencia de la labores que se realicen en la Institución; y no son funciones ordinarias del puesto. Agrega que hay personas que con solo que las nombran en una Comisión Especial solicitan certificación.
El señor Jorge Chaves considera que es importante rescatar el espíritu de la obras que se realizan y que se le dé un puntaje importante a las cosas que apuntan a la labor sustantiva del TEC, que permitan mejorar los indicadores institucionales.
La señora Grettel Castro hace referencia a los puntajes de las Comisiones y comenta que las comisiones de la AIR tienen puntaje, pero ha visto que en algunos casos no todas las personas llegan a las reuniones ni aportan al resultado final de la Comisión y aún así aparecen en las propuestas.
La señora Claudia Zúñiga comenta que recientemente estuvo en la Comisión y que ahí se tiene mucho cuidado en los aportes y también se cuenta con una certificación de asistencia de cada persona; el hecho de que  una persona presente  una certificación, no implica que se va a dar el punto.
Punto 3 (AUDI-354-2010) en el cual remite nota de respuesta,  respecto a la Solicitud de Modificación Presupuestaria No. 713 ATIPTEC.  Se toma nota.   Se traslada a la  Comisión de Planificación y Administración.
Punto 4 (AUDI-356-2010) en el cual remite el Informe de Asesoría AUDI/AS-021-2010, “Observaciones a la Solicitud de Modificación Presupuestaria No. 713 ATIPTEC”.  Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
Punto 5 (DIP-1201-2010) en el cual adjunta modificación a los Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema y Lineamientos Específicos para la aprobación, seguimiento y evaluación de proyectos de regionalización universitaria (iniciativas de desarrollo de desarrollo), propuesta por la Dirección de Proyectos.  Se toma nota en el Seguimiento de la Ejecución del Control de acuerdos del C.I. y se traslada a la Comisión de  Planificación y Administración.
Punto 6 (TIE-502-2010) en el cual remite respuesta al oficio SCI-825-2010, referente a la devolución de la propuesta de reforma al Código de Elecciones del ITCR. Solicitan al Consejo Institucional le den el trámite correspondiente a la propuesta de Reforma al Código de Elecciones del ITCR, debido a que al Tribunal Institucional Electoral  le corresponde elaborar la propuesta y enviarlos directamente al Consejo Institucional; y en su defecto el Consejo Institucional, de ser necesario, lo  debe remitir a la Oficina de Planificación Institucional, para lo que corresponda.  Se toma nota. Devuelto al TIE para que sigan el procedimiento establecido en el Reglamento de Normalización.
La señora Grettel Castro manifiesta que esta nota le preocupa,  ya que el Artículo 84 del Estatuto Orgánico dice que el Consejo Institucional aprueba el Reglamento que el TIE propone, pero en ningún momento dice cuál es el procedimiento, tampoco hay ninguna excepción al TIE respecto al Reglamento de Normalización.  Propone  que el documento se debe devolver de nuevo para que se cumpla con lo dispuesto en el Reglamento.
La señora Giannina Ortiz señala que normalmente todos los reglamentos que vienen a este órgano traen los dictámenes y sino  se cumple con este requisito se solicita que lo hagan.  Considera que no se debe hacer una excepción al Tribunal.  Solicita a la Secretaría del Consejo Institucional devolver la nota haciendo la aclaración.
Punto 7 (TIPTEC-048-2010)  en el cual solicitan vehementemente  en nombre de los niños del Taller Infantil, la aprobación de la modificación que permitirá contar con los recursos asignados por el Tecnológico de Costa Rica, según acuerdo del Consejo Institucional en sesión No. 2632, artículo 9 del 8 de octubre del 2009.   Se toma nota  Se traslada a la Comisión de  Planificación y Administración.
Punto 9 (NOTA SIN REFRENCIA)  en la que solicita que se le extienda certificación de participación en comisiones institucionales, con el objetivo de presentarlas a la Comisión de paso de categoría.  Se toma nota.
La señora Bertalía Sánchez, esta nota comenta que las personas no tienen noción sobre los procedimientos y solicitan certificaciones de cosas que ella no puede certificar porque no le constan, en razón de que ella solo certifica lo que se respalda con acuerdos y actas  del Consejo Institucional.  Procede a leer la nota en su totalidad.
La señorita Giannina Ortiz comenta que en el Consejo de Docencia para poder hacer un pronunciamiento se nombra una Comisión, la cual hace la  propuesta y el Consejo la aprueba, pero esas comisiones se generan de forma temporal.  Considera que no tiene sentido que esa solicitud se presente a este órgano, cuando los encargos han sido de parte del Consejo de Docencia.
La señora Nancy Hidalgo señala que el Reglamento sí habla de Comisiones temporales, como las de la AIR o las que el Consejo forma para un tema particular, pero las personas deben entender que ni siquiera se ha empezado a trabajar y debe haber un producto que agregue valor al quehacer del TEC, no solo que se presente un informe o que se diga que se rechazó la solicitud y listo.  Agrega que en el Reglamento también se habla de un reconocimiento de parte del Consejo por el trabajo que se le encomendó a la persona, por lo que es conveniente analizar este asunto, para que la Directora Ejecutiva del Consejo Institucional pueda emitir la certificación con toda tranquilidad; además de que este Reglamento tiene 8 años de estar funcionando.
Punto 33 (DFOE-SOC-1261-2010) en el cual remite sustitución de Anexo No. 1 del Informe No. DFOE-SOC-IF-75-2010, mediante la cual se consignaron los resultados del estudio sobre los mecanismos de control aplicados por ese Instituto en las actividades de vinculación externa realizadas con la coadyuvancia de la FUNDATEC. Debido a un error involuntario en la transcripción del informe final, en la página No. 24, correspondiente al Anexo No. 1 denominado “Directores con proyectos a cargo Año 2009” se consignó en el segundo subtotal un monto de ¢64.649.999, siendo lo correcto ¢469.649.999,00.  Se toma nota.  Se informa a los miembros del Consejo Institucional.  El original consta en el expediente
La señorita Giannina Ortiz manifiesta que ella no estuvo de acuerdo con la solicitud de la Contraloría de venir a cambiar una hoja de este documento, por lo que ella fue clara en que debían traer una nota aclaratoria del error, la cual se adjunta a lo que existe.  Agrega que lastimosamente al documento del Consejo sí se llevaron la hoja porque la persona encargada no estaba enterada de que no debía entregarla.
Punto 34 (ViDa-1392-2010) en el cual  con el fin de hacer del conocimiento del Consejo Institucional adjunta oficio ViDa-1289-2009, en el cual se circuló la propuesta aprobada Sesión 17-2009, Artículo 5, inciso b, del 9 de setiembre 2009 por el Consejo de Docencia acerca del Día del Profesor.   
Se toma nota.
La señorita Giannina Ortiz recuerda que el Día del Profesor se creó por un acuerdo tomado por este Consejo, y esto se aprovechó para hacer un reconocimiento a categorías especiales, lo cual se evaluó en Consejo de Docencia y se concluyó que lo mejor es establecer un periodo mayor entre cada actividad y que lo ideal es cada tres años.  Aclara que todos los años se mantiene la celebración de este Día.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2690.
NOTA: La señora Lilliana Harley ingresa a las 8:15 am.
ARTÍCULO 4.	Informes de Rectoría
La señorita Giannina Ortiz  presenta el Informe de Rectoría, correspondiente a las actividades realizadas durante la semana del 11 al 17 de noviembre, 2010, respectivamente. 
Resalta la visita de la primera misión del Banco Mundial, la cual fue preliminar para conocer la forma de organización y administración del TEC y las proyecciones y se les hizo una presentación. Comenta que muchas de las preguntas estuvieron enfocadas en la permanencia de estudiantes, becas, costos y la parte administrativo-financiera principalmente, para valorar la capacidad que tiene el TEC de ejecutar esos dineros. Agrega que visitaron las instalaciones de la Escuela de Electrónica y la Escuela de Biotecnología.
El señor Isidro Álvarez señala que estas personas estaban interesadas en la parte de administración financiera y eso lo hace recordar que el año pasado la Auditoría Interna tuvo a cargo una presentación de las Normas de Contabilidad del Sector Público, que son necesarias para garantizar la calidad de la información financiera en las instituciones del sector público y la ventaja es que ante un eventual préstamo con los bancos, podrían solicitar estados financieros preparados con base en esas Normas.  Agrega que el señor Jorge Mena había informado que ese tema se estaba trabajando en CONARE a nivel de una Comisión y como las cuatro universidades están involucradas en el préstamo pueden poner especial atención a esta Normas.  Aclara que el trabajo es muy grande y debe haber un plan de contingencia para atenderlo.
La señorita Giannina Ortiz considera que ese tema es importante trabajarlo para ordenamiento interno y flexibilización de trámites, porque el préstamo lo adquiere el Gobierno Central, lo que sí interesa es ver si el TEC será capaz de ejecutar el dinero que darán. Agrega que si todo sale bien el dinero se tendría para el año 2012.
La señorita Andrea Navas consulta sobre el plan de infraestructura, ya que imagina que esto ayudará a mostrar lo que se necesita. Comenta que la Biblioteca no da a vasto y si se desea crecimiento y permanencia se deben brindar espacios de estudio más amplios. Señala que la duda va en el sentido de las priorizaciones de los proyectos que se habían hablado en algún momento.
La señorita Giannina Ortiz responde que lo que mostraron fue un adelanto de lo que se ha venido trabajando en la Comisión de Infraestructura, la cual tiene el mandato de presentar el documento el 26 de noviembre junto con los otros planes. 
La señora Nancy Hidalgo hace referencia al trabajo de la Comisión y de la importancia de formalizar la Comisión a nivel de Consejo Institucional, porque fue una iniciativa de la Administración, que permitirá ordenar; pero deben ser proyectos más integrales que incluyan más cosas, por lo que, hay que hacer un esfuerzo por formalizar y respaldar esa oportunidad de mejorar la infraestructura.
La señora Grettel Castro rescata sobre la visita, que están agradablemente sorprendidos del reconocimiento internacional de las acreditaciones de las carreras, además se mostraron preocupados sobre las actividades que está haciendo el TEC para disminuir la deserción, aunque hay carreras que son difíciles y que presentan esos problemas. Señala que el proyecto que se presente debe llevar una altísima fortaleza en planificación y justificación de los productos que se van a obtener en indicadores de medición.  Cree que se debe trabajar duro y las cosas deben estar bien justificadas. Se evidenció la falta de homogeneidad en los indicadores de las universidades y que no se pueden unir los datos.  Considera que se debe trabajar duro en CONARE al respecto.
El señor Cristhian Solís consulta si se ha pensado en qué áreas o cuánto dinero se va a destinar al rubro de becas a profesores, si se ha hablado algo o si va a ser más integral.
La señorita Giannina Ortiz responde que no han llegado a eso, las becas a profesores no es un proyecto como tal, la idea de lo que se habla del proyecto puede tener varios componentes: ser de infraestructura, equipamiento o recurso humano, pero el TEC va más allá de eso y la parte de conceptualización que se debe trabajar muy fuerte.  
El señor Alexander Valerín propone que se reúnan algunas personas de este Consejo con la Comisión, para elaborar una propuesta  conjunta y traerla al Consejo, para la formalización.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690.
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTICULO 5.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional 
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional.
ARTICULO 6.	Propuestas de Miembros del Consejo Institucional.
No se presentaron propuestas por parte de los miembros del Consejo Institucional.
ASUNTOS DE FONDO
ARTICULO 7.	Licitación Pública No. 2010LN-000005-APITCR “Concesión de Local para servicio de Soda Periférica, Sede Central, Cartago”.
La señora Grettel Castro presenta la propuesta denominada: “Licitación Pública No. 2010LN-000005-APITCR “Concesión de Local para servicio de Soda Periférica, Sede Central, Cartago” (Adjunta a la carpeta de esta acta), elaborada por la Comisión de Planificación y Administración.
El señor Isidro Álvarez consulta cuántas ofertas se recibieron y cuánto es el aumento en el costo mensual o si se mantiene igual.
La señora Grettel Castro responde que hay un análisis comparativo entre precios.
La señorita Andrea Navas pregunta si existe a lo interno del TEC alguna autoridad para regular el precio del servicio que se da.
La señora Grettel Castro responde que en el cartel está el procedimiento y lo hace la Vicerrectoría de Administración y también hay una obligación de la institución de tener una nutricionista que  revise la calidad y contenido nutricional.
El señor Cristhian Solís comenta que antes de que ellos ingresaran al Consejo, se había traído una fórmula de cálculo de la empresa MTM y se discutió aquí.
La señora Bertalía Sánchez aclara que efectivamente ese tema se trató en la última adjudicación hecha y el Consejo acordó solicitar un estudio de costos, el cual continúa pendiente en el Seguimiento del Control de los Acuerdos.
El señor Isidro Álvarez acota que el Consejo tomó ese acuerdo sobre la instalación de medidores, porque no se tenía idea de los gastos del consumo y de ahí el acuerdo pendiente que está registrado en el Seguimiento de Acuerdos.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.
Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE: 
1. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió memorando VAD-349-2010, de fecha 02 de noviembre de 2010, suscrito por el MAE. Jorge Mena Calderón, Vicerrector de Administración, dirigido a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el informe de Licitación Pública Nº 2010LN-000005-APITCR “Concesión de local para servicio de Soda Periférica, Sede Central, Cartago”.
2. En ese mismo oficio informa que la Licitación Pública Nº 2010LN-000005-APITCR “Concesión de local para servicio de Soda Periférica, Sede Central, Cartago”, cuenta con el visto bueno de la Asesoría Legal, según oficio AL-614-2010.
3. Se recibe oficio AP-1606-2010, del 16 de noviembre 2010, suscrito por el Lic. Walter Sequeira Fallas, Director del Departamento de Aprovisionamiento, dirigido a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual emite complemento al informe final de la citada Licitación, donde indica que el período de esta contratación es de un año a partir del 01 de enero de 2011, el cual se podrá prorrogar por períodos iguales hasta por un máximo de tres años, previo acuerdo de las partes.
4. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión No. 376-2010, celebrada el 16 de noviembre de 2010, revisó y discutió el Informe de Licitación y dispuso elevar la propuesta al Consejo Institucional, para su respectiva aprobación.
ACUERDA:
a. Adjudicar la Licitación Pública Nº 2010LN-000005-APITCR “Concesión de local para servicio de Soda Periférica, Sede Central, Cartago”, a Multiservicios y Alimentos Luna Br S.A., cedula jurídica 3-101-305359, por un pago mensual por concesión de ¢450 000,00, por un año a partir del 01 de enero de 2011, prorrogable por un máximo de tres años, previo acuerdo de partes, en razón de que la oferta se ajusta a lo solicitado en el Cartel de la Licitación.
b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ARTICULO 8.	Costo y rangos de pago para los Cursos de Verano 2010-2011.  
El señor Jorge Chaves  presenta la propuesta denominada: “Costo y rangos de pago para los Cursos de Verano 2010-2011”. (Adjunta a la carpeta de esta acta), elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el Oficio VIDA-1309-2009, del 27 de octubre de 2010, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite la Propuesta de Costos e intervalos de pago para Cursos de Verano 2010-2011, la cual dice:
“Con el fin de que el Consejo Institucional apruebe lo correspondiente, me permito proponer un incremento del 7% en el costo de los cursos de verano y en los rangos de pago a las y los docentes que impartan cursos en ese periodo, con base en los montos aplicados en el periodo 2009-2010. Lo anterior con fundamento en una estimación del índice inflacionario del 2010 de alrededor del  7%”.
2. Se recibe oficio ViDa-1391-2010, del 16 de noviembre de 2010, suscrito por el Ing. Andrés Robles R., Vicerrector a.i. de Docencia, dirigido a la M.Sc. Giannina Ortiz Quesada, Presidenta a.i. del Consejo Institucional, en el cual hace la corrección al oficio ViDa-1309-2010, donde indica que el incremento para los Cursos de Verano 2010-2011, es de un 5%.
3. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión No. 376-2010, celebrada el 16 de noviembre de 2010, revisó y discutió la documentación correspondiente y dispuso elevar la propuesta al Consejo Institucional, para su respectiva aprobación.
SE PROPONE:
a. Aprobar un incremento del 5% en el costo y los límites de los ámbitos de pago para los Cursos de Verano 2010-2011, como se detalla a continuación:
1. Costo en colones de los cursos de verano 2010-2011 
	Tipo de curso
	Costo del curso

	
	


	Tipo 1
	₡42,134

	Tipo 2
	₡36,005

	Tipo 3
	₡25,279

	Tipo 4
	₡65,832

	Tipo 5
	₡136,378

	Tipo laboratorio
	₡22,160

	Tipo CF
	₡6,820


2. Intervalos de pago a las y los docentes y a los asistentes de laboratorio en los cursos de verano 2010-2011, en colones
	Tipo de curso
	Intervalo de pago

	
	Mínimo ¢
	Máximo ¢

	Tipo 1
	555762,344
	947364,495

	Tipo 2
	445139,835
	757889,549

	Tipo 3
	333854,556
	568418,435

	Tipo 4
	695530,448
	1184204,34

	Tipo 5
	834635,76
	1421044,18

	Tipo laboratorio
	398907,159
	495053,507

	Tipo CF
	154757,841
	154757,841


La señora Grettel Castro aclara que el cuadro se consignó tal y como venía, pero presenta algunos errores y le extraña el tipo 5.
La señorita Giannina Ortiz indica que el tipo 5 es de licenciatura e incluye laboratorios y algunos cursos que son de licenciatura y tienen otras características.  Agrega que durante el receso buscará la información con el fin de  despejar la duda. 
NOTA: Se realiza un receso al ser las 8:55 am.
NOTA: Reinicia la sesión a las 9:20 am.
Se continúa con la discusión del punto 8. “Costo y rangos de pago para los Cursos de Verano 2010-2011”.  La señorita Giannina Ortiz aclara que el curso tipo  1 es un plan de bachillerato de 4 horas lectivas semanales durante un semestre, el tipo 2 es un plan de bachillerato de 3 horas lectivas semanales durante un semestre, tipo 3 es un plan de bachillerato de 2 horas lectivas semanales durante un semestre, tipo 4  es un plan de licenciatura en el caso de programas continuos corresponden a cursos del noveno y décimo semestre; el tipo 5 es un plan de maestría y luego se incluyeron los cursos de laboratorio y los centros de formación humanísticas, de ahí vienen las diferencias en el pago.
Aclaradas las dudas, se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.
Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el Oficio VIDA-1309-2009, del 27 de octubre de 2010, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite la Propuesta de Costos e intervalos de pago para Cursos de Verano 2010-2011, la cual dice:
“Con el fin de que el Consejo Institucional apruebe lo correspondiente, me permito proponer un incremento del 7% en el costo de los cursos de verano y en los rangos de pago a las y los docentes que impartan cursos en ese periodo, con base en los montos aplicados en el periodo 2009-2010. Lo anterior con fundamento en una estimación del índice inflacionario del 2010 de alrededor del  7%”.
2. Se recibe oficio ViDa-1391-2010, del 16 de noviembre de 2010, suscrito por el Ing. Andrés Robles R., Vicerrector a.i. de Docencia, dirigido a la M.Sc. Giannina Ortiz Quesada, Presidenta a.i. del Consejo Institucional, en el cual hace la corrección al oficio ViDa-1309-2010, donde indica que el incremento para los Cursos de Verano 2010-2011, es de un 5%.
3. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión No. 376-2010, celebrada el 16 de noviembre de 2010, revisó y discutió la documentación correspondiente y dispuso elevar la propuesta al Consejo Institucional, para su respectiva aprobación.
ACUERDA:
a. Aprobar un incremento del 5% en el costo y los límites de los ámbitos de pago para los Cursos de Verano 2010-2011, como se detalla a continuación:
1. Costo en colones de los cursos de verano 2010-2011 
	Tipo de curso
	Costo del curso

	
	


	Tipo 1
	₡42,134

	Tipo 2
	₡36,005

	Tipo 3
	₡25,279

	Tipo 4
	₡65,832

	Tipo 5
	₡136,378

	Tipo laboratorio
	₡22,160

	Tipo CF
	₡6,820


2. Intervalos de pago a las y los docentes y a los asistentes de laboratorio en los cursos de verano 2010-2011, en colones
	Tipo de curso
	Intervalo de pago

	
	Mínimo ¢
	Máximo ¢

	Tipo 1
	555762,344
	947364,495

	Tipo 2
	445139,835
	757889,549

	Tipo 3
	333854,556
	568418,435

	Tipo 4
	695530,448
	1184204,34

	Tipo 5
	834635,76
	1421044,18

	Tipo laboratorio
	398907,159
	495053,507

	Tipo CF
	154757,841
	154757,841


b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ARTICULO 9.	Pronunciamiento sobre la situación en la frontera norte de nuestro país
El señor Cristhian presenta la propuesta denominada: “Pronunciamiento sobre la situación en la frontera norte de nuestro país”, elaborada por él, la señora Nancy Hidalgo, el señor Jorge Chaves, la señora Grettel Castro, el señor Jorge Chaves, el señor Manfred Rivera y el señor Eric Sandoval, (Adjunta a la carpeta de esta acta), la cual dice:
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.
Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
RESULTANDO QUE:
1. El Artículo 5 de la Constitución Política de la República de Costa Rica establece:
“El territorio nacional está comprendido entre el mar Caribe, el Océano Pacífico y las Repúblicas de Nicaragua y Panamá. 
Los límites de la República son los que determina el Tratado Cañas-Jerez de 15 de abril de 1858, ratificado por el Laudo Cleveland de22 de marzo de 1888, con respecto a Nicaragua, y el Tratado Echandi Montero-Fernández Jaén del 1o de mayo de 1941 en lo que concierne a Panamá.
La Isla del Coco, situada en el Océano Pacífico, forma parte del territorial nacional.”
2. El Artículo 50 de la Constitución Política establece: 
“El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza. Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado.  El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho. La ley determinará las responsabilidades y las sanciones correspondientes.” Así reformado  por  Ley No. 7412 del 3 de junio de 1994.”
3. El Tratado de Límites Cañas-Jerez entre Costa Rica y Nicaragua, suscrito en 1859 y laudos posteriores, han establecido tanto la soberanía nicaragüense sobre el río San Juan, como la soberanía costarricense sobre Isla Calero.
4. Costa Rica es un país que cuenta con una historia civilista y desde el 1 de diciembre de 1948 el ejército del país fue abolido por la Junta Fundadora de la Segunda República de Costa Rica. Lo cual fue con la firma del Decreto N° 749 del 11 de octubre de 1949, elevado a rango constitucional por la Asamblea Nacional Constituyente.
5. La Ley Orgánica del Ambiente dota a los costarricenses y al Estado, de los instrumentos necesarios para conseguir un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Además, establece en su Artículo 1, que el Estado defenderá y preservará ese derecho, en busca de un mayor bienestar para todos los habitantes de la Nación.
6. Los principios enumerados en la Ley Orgánica del Ambiente, Artículo 2, son: 
“a. El ambiente es patrimonio común de todos los habitantes de la Nación, con las excepciones que establezcan la Constitución Política, los convenios internacionales y las leyes. El Estado y los particulares deben participar en su conservación y utilización sostenibles, que son de utilidad pública social. 
b. Todos tienen derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente sostenible para desarrollarse, así como el deber de conservarlo, según el Artículo 50 de nuestra Constitución Política. 
c. El Estado velará por la utilización racional de los elementos ambientales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida de los habitantes del territorio nacional. Asimismo, está obligado a propiciar un desarrollo económico y ambientalmente sostenible, entendido como el desarrollo que satisface las necesidades humanas básicas, sin comprometer las opciones de las generaciones futuras. 
d. Quien contamine el ambiente o le ocasione daño será responsable, conforme lo establezcan las leyes de la República y los convenios internacionales vigentes. 
e. El daño al ambiente constituye un delito de carácter social, pues afecta las bases de la existencia de la sociedad; económico, porque atenta contra las materias y los recursos indispensables para las actividades productivas; cultural, en tanto pone en peligro la forma de vida de las comunidades, y ético, porque atenta contra la existencia de las generaciones presentes y futuras.” 
7. El Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en su Artículo 12, inciso c, establece que uno de los fines del Instituto es el contribuir al mejoramiento de la calidad de vida del pueblo costarricense mediante la proyección de sus actividades a la atención y solución de los problemas prioritarios del país, a fin de edificar una sociedad más justa.
CONSIDERANDO QUE: 
1. La decisión unilateral del Gobierno de Nicaragua de ocupar territorios costarricenses, utilizando argumentos como la persecución de narcotraficantes no son de recibo para el pueblo costarricense. Son una abierta violación a nuestra soberanía.
2. Las personas de ambos países, que habitan las zonas fronterizas, al igual que el resto de habitantes, merecen vivir en paz y sin amenazas de conflicto innecesarias.
3. El mal manejo de los residuos del dragado del Río San Juan y la tala irracional en territorio costarricense, no se pueden justificar de ninguna forma. Especialmente por el daño ambiental en humedales y zonas naturales de gran valor. Son un atropello a nuestro derecho constitucional de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.
4. Históricamente, Costa Rica ha reconocido la pertenencia a Nicaragua del Río San Juan. Sin embargo, es claro que la cuenca del río es compartida y por lo tanto las acciones que podrían afectar la estabilidad de la misma son de incumbencia de ambas naciones. 
5. [bookmark: gjdgxs]El proceso de dragado del Río San Juan ameritaba que Costa Rica solicitara una evaluación del impacto ambiental que estas acciones podrían generar en la cuenca. Especialmente por la presencia de zonas de humedales categoría RAMSAR. Los convenios suscritos por Costa Rica y Nicaragua conllevan la obligación de ambos países de garantizar el manejo adecuado y la protección de los recursos asociados a la cuenca.   
ACUERDA:
a. Hacer un llamado a las personas que habitan en este país de paz, a la tolerancia y al análisis de los acontecimientos a la luz de la verdad y no caer en la discriminación y xenofobia que ha imperado en nuestro país en los últimos días.
b. Apoyar al gobierno de Costa Rica para que continúe con las gestiones ante los organismos internacionales, que hagan prevalecer por medios pacíficos y diplomáticos el respeto a la soberanía del país y el derecho de contar con un ambiente sano y equilibrado.
c. Apoyar las gestiones ante entidades internacionales que valoren y establezcan las sanciones correspondientes por el daño provocado en la cuenca del Río San Juan, especialmente por el deterioro a los humedales y la eliminación innecesaria de árboles en la zona de Isla Calero.
d. Solicitar a la Oficina de Comunicación y Mercadeo que difunda el presente acuerdo de la manera más amplia posible y conforme con las posibilidades presupuestarias.
e. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ARTICULO 10.	Conformación de una comisión especial que definirá el procedimiento a seguir por el Consejo Institucional para realizar el nombramiento del subauditor interno
El señor Alexander Valerín presenta la propuesta denominada: “Conformación de una comisión especial que definirá el procedimiento a seguir por el Consejo Institucional para realizar el nombramiento del subauditor interno”, elaborada por él, la señora Nancy Hidalgo, la señora Grettel Castro y el MSc. Jorge Chaves, (Adjunta a la carpeta de esta acta), la cual dice:
RESULTANDO QUE:
1. La Ley general de control interno (Ley Nº 8292, publicada en La Gaceta N° 169 del 4 de setiembre de 2002) en el Capítulo IV: La auditoría interna, establece:
“Artículo 24. Dependencia orgánica y regulaciones administrativas aplicables. El auditor y el subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esta Ley dependerán orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables a dichos funcionarios….”
2. El Estatuto Orgánico en su Artículo 18 establece las funciones del Consejo Institucional, entre las cuales se encuentra la siguiente:
“Nombrar y remover al Auditor y al Subauditor internos por el voto afirmativo de al menos dos terceras partes del total de sus miembros, de acuerdo con la normativa interna y el procedimiento externo establecido por ley.”
3. La Asamblea Institucional Representativa en la Sesión No. 64-2006, realizada el  27 de setiembre de 2006, aprobó varias modificaciones al Estatuto Orgánico, lo que dio origen, entre otras cosas a la  figura del Subauditor interno, como un funcionario dependiente jerárquicamente del Consejo Institucional, quien sustituirá al Auditor Interno, en sus ausencias, con plenas capacidades dentro del ámbito de competencia de la Auditoría Interna.
CONSIDERANDO QUE: 
1. A pesar de que la modificación del Estatuto Orgánico de setiembre de 2006, incluyó la función del Consejo Institucional de nombrar al subauditor, a la fecha este órgano no ha cumplido con su función.
2. La Institución ha hecho esfuerzos por dotar a la Auditoría Interna, con al menos una nueva plaza, sin embargo a la fecha no se ha concretado el nombramiento del subauditor.
3. La reciente ausencia del Auditor Interno, evidenció la necesidad de contar con una persona que, en su ausencia, asuma sus funciones, de modo que se evite que procesos importantes en la Institución, se detengan por esta causa.   
SE PROPONE:
a. Conformar una comisión especial integrada por las siguientes personas:
· Alexander Valerín, Coordinador
· Grettel Castro
· Jorge Chaves
· Nancy Hidalgo
Cuyo objetivo será de definir el procedimiento a seguir por el Consejo Institucional para el nombramiento del subauditor(a) interno(a). La Comisión deberá entregar su propuesta a más tardar el 21 de enero de 2011. 
El señor Isidro Álvarez manifiesta que recibe con mucho agrado esta propuesta, porque se hace patente el interés de este órgano de fortalecer la Auditoría Interna con una nueva plaza.  Agrega que la Auditoría Interna desde el 2006 ha hecho esfuerzos en ese sentido y propuso algunas modificaciones al Estatuto Orgánico para incorporar esa figura, algunas fueron aceptadas, pero otras no.  Piensa que esta propuesta llega a fortalecer en un momento muy importante al personal con que cuenta y que es ampliamente capacitado y con una función a cargo muy importante en la Institución, al cual se deben con mucha objetividad e independencia.  Aprovecha para aclarar sobre las dudas que se plantearon en la pasada sesión sobre cómo funciona el nombramiento del Auditor.  Indica que las figuras de Auditor y Subauditor son las únicas que tienen las competencias dadas por la Ley y que solo el subauditor es el único que puede sustituir en todas sus competencias al Auditor en ausencias temporales y permanentes, así lo previó el Reglamento de Auditoría Interna.  Comenta que en el año 2008, cuando se propuso el Reglamento se previó la figura del subauditor, para que lo tomen en consideración, y básicamente sobre el por qué un compañero no puede sustituir al Auditor, es porque no tiene competencia, esta consulta fue resuelta en el año 2004 en un periodo en que la institución duró mucho tiempo sin auditor, cuando el señor  Eugenio Trejos planteó la pregunta ante la Contraloría General de la República.  Procede a la lectura de la respuesta por parte de la Contraloría, cuya recomendación fue nombrar a algún compañero que sirva de enlace en asuntos administrativos;  por ende cobra especial interés esa propuesta.
NOTA: La señora Lilliana Harley se retira a las 9:38 am. 
La señorita Giannina Ortiz considera que ninguna persona puede ser insustituible, porque a las personas les puede suceder algo y eventualmente se tienen que retirar, no se puede ser vulnerable en esa parte. Cita el ejemplo del señor Rector.  Cuestiona  el hecho del por qué no puede un funcionario de la misma Auditoría y que está suficientemente capacitado, sustituir al Auditor, enfatiza que este no es el momento para discutir sobre el asunto, pero esto se debe revisar.
NOTA: La señora Rocío Poveda ingresa a las 9:42 am. 
La señora Grettel Castro hace referencia a la asesoría que se solicitó para que la Auditoría Interna emitiera un informe sobre la modificación presupuestaria de la ATIPTEC, en este caso no era un asunto de vida o muerte, pero por esa razón ella cuestionó esa situación, ya que le pareció extraño que la persona designada no pudiera firmar por el Auditor, estas cosas hay que revisarlas con mucho detalle.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
RESULTANDO QUE:
1. La Ley general de control interno (Ley Nº 8292, publicada en La Gaceta N° 169 del 4 de setiembre de 2002) en el Capítulo IV: La auditoría interna, establece:
“Artículo 24. Dependencia orgánica y regulaciones administrativas aplicables. El auditor y el subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esta Ley dependerán orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables a dichos funcionarios….”
2. El Estatuto Orgánico en su Artículo 18 establece las funciones del Consejo Institucional, entre las cuales se encuentra la siguiente:
“Nombrar y remover al Auditor y al Subauditor internos por el voto afirmativo de al menos dos terceras partes del total de sus miembros, de acuerdo con la normativa interna y el procedimiento externo establecido por ley.”
3. La Asamblea Institucional Representativa en la Sesión No. 64-2006, realizada el  27 de setiembre de 2006, aprobó varias modificaciones al Estatuto Orgánico, lo que dio origen, entre otras cosas a la  figura del Subauditor interno, como un funcionario dependiente jerárquicamente del Consejo Institucional, quien sustituirá al Auditor Interno, en sus ausencias, con plenas capacidades dentro del ámbito de competencia de la Auditoría Interna.
CONSIDERANDO QUE: 
1. A pesar de que la modificación del Estatuto Orgánico de setiembre de 2006, incluyó la función del Consejo Institucional de nombrar al subauditor, a la fecha este órgano no ha cumplido con su función.
2. La Institución ha hecho esfuerzos por dotar a la Auditoría Interna, con al menos una nueva plaza, sin embargo a la fecha no se ha concretado el nombramiento del subauditor.
3. La reciente ausencia del Auditor Interno, evidenció la necesidad de contar con una persona que, en su ausencia, asuma sus funciones, de modo que se evite que procesos importantes en la Institución, se detengan por esta causa.   
ACUERDA:
a. Conformar una comisión especial integrada por las siguientes personas:
· Alexander Valerín, Coordinador
· Grettel Castro
· Jorge Chaves
· Nancy Hidalgo
cuyo objetivo será definir el procedimiento a seguir por el Consejo Institucional, para el nombramiento del subauditor(a) interno(a). La Comisión deberá entregar su propuesta a más tardar el 21 de enero de 2011. 
b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ARTICULO 11.	Solicitud a las personas con acceso a documentos oficio AUDI-264-2010 y el Informe AUDI-F-005-2010, según las certificaciones emitidas por las dependencias consultadas según acuerdos del Consejo Institucional, Sesión No. 2685, Artículo 12, celebrada el 21 de octubre del 2010.
La señora Nancy Hidalgo presenta la propuesta denominada: “Solicitud a las personas con acceso a documentos oficio AUDI-264-2010 y el Informe AUDI-F-005-2010, según las certificaciones emitidas por las dependencias consultadas según acuerdos del Consejo Institucional, Sesión No. 2685, Artículo 12, celebrada el 21 de octubre del 2010” (Adjunta a la carpeta de esta acta), elaborada por la Comisión de Planificación y Administración.
El señor Isidro Álvarez solicita que en el considerando donde se anota que se recibió una investigación de la Contraloría, se corrija para que se lea: “se recibió una solicitud de investigación de la Contraloría. Comunica que este informe fue solicitado por la Comisión de Ingreso y Gasto Público, donde él había tenido una comparencia y la señora Marielos Alfaro, Diputada quien coordina esta Comisión, solicitó a la Auditoría Interna con base en unos artículos constitucionales, que la acreditan para eso, ampliar el informe del señor Jorge Masís, chofer de la Rectoría, al año 2009, por lo cual la Auditoría trabaja en la atención de esa solicitud.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
RESULTANDO QUE:
1. La Constitución Política en su Artículo 24 establece: 
“Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones.
Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier otro tipo de los habitantes de la República…”
2. La Ley General de Control Interno en su Artículo 6 establece:
“Confidencialidad de los denunciantes y estudios que originan la apertura de procedimientos administrativos. La Contraloría General de la República, la administración y las auditorías internas, guardarán confidencialidad respecto de la identidad de los ciudadanos que presenten denuncias ante sus oficinas.
La información, documentación y otras evidencias de las investigaciones que efectúan las auditorías internas, la administración y la Contraloría General, cuyos resultados puedan originar la apertura de un procedimiento administrativo, serán confidenciales durante la formulación del informe respectivo.  Una vez notificado el informe correspondiente y hasta la resolución final del procedimiento administrativo, la información contenida en el expediente será calificada como información confidencial, excepto para las partes involucradas, las cuales tendrán libre acceso a todos los documentos y las pruebas que obren en el expediente administrativo.
Para todos los casos, la Asamblea Legislativa, en el ejercicio de las facultades contenidas en el inciso 23) del artículo 121 de la Constitución Política, podrá acceder a los informes, la documentación y las pruebas que obren en poder de las auditorías internas, la administración o la Contraloría General de la República.” (El resaltado es proveído)
3. En el Boletín Informativo No. 4, del Sistema de Control Interno del Instituto Tecnológico de Costa Rica, de agosto-setiembre de 2010, en el que se comenta el tema “El valor del funcionario en los Lineamientos de Control Interno”, entre otros se establece:
“Es obligación de los funcionarios del Instituto, independientemente de su jerarquía o condición, satisfacer los fines del Instituto con idoneidad, prestigio y superación, para lo cual es imprescindible que se conduzcan, atendiendo siempre a las siguientes conductas éticas: 
· …
· Guardar discreción y reserva sobre documentos, hechos e información a que tengan acceso y conocimiento, en razón al ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, atendiendo a su clasificación de información pública, reservada o confidencial, para su acceso o no a terceros
· …
· Ejercer la vocación del deber y de servicio, que define al TEC y a quienes forman parte de él
· …
· Acatar la normativa institucional”   (El resaltado es proveído)
CONSIDERANDO QUE:
1. La Auditoría Interna en el Oficio AUDI-264-2010, señala que la Contraloría General de la República, mediante oficio DFOE-SOC-1249,  del 23 de noviembre del 2009, trasladó a dicha Auditoría, una solicitud de investigación sobre los gastos por concepto de horas extras y viáticos generados en beneficio del funcionario Jorge Eliécer Masís Navarro, durante los períodos 2006, 2007 y 2008. Dicha investigación fue incorporada en el Plan de Trabajo del 2010 de la Auditoría Interna.
2. En el resumen de correspondencia de la Sesión 2679 del Consejo Institucional, celebrada el 09 de setiembre de 2010, en la lista de correspondencia se incluyó como un Adendum, el Oficio AUDI-264-2010,  con fecha 07 de setiembre de 2010, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al MAE. Jorge Luis Mena C., Vicerrector de Administración, con copia a miembros del Consejo Institucional, en la cual remite el Informe AUDI-F-005-2010 que contiene los resultados del informe sobre los gastos por concepto de horas extras y viáticos generados en beneficio del funcionario Jorge Eliecer Masís Navarro, durante los periodos 2006, 2007 y 2008. 
3. En la carpeta de correspondencia de la Sesión 2679, en Sesiones digitales, se incluyó una versión digital de dicho Oficio suministrada por la Auditoría Interna a la Secretaría del Consejo Institucional, que indicaba que se enviaron copias al Consejo Institucional y a la Rectoría.
4. El lunes 20 de setiembre en el Noticiero Telenoticias del Canal 7, en horas de la noche, un reportaje del periodista Greivin Moya sobre el tema mostró una copia sin firma del documento en mención. 
5. En la fecha que el documento se hace público, este tema se encontraba en trámite en la Administración de la Institución, tal y como se desprende del párrafo consignado en el Oficio AUDI-264-2010, que textualmente dice:
i. “De conformidad con los artículos 35 y 36 de la Ley General de Control Interno  Nº.8292, se remite este informe, así como un Resumen Ejecutivo, a esa instancia, por considerar que tiene plena competencia para conocer los resultados y ordenar la implantación de las recomendaciones, por lo que se agradece informar en un plazo de diez días hábiles las acciones tomadas al respecto o proceder según lo establecido en el artículo 36.”
6. El Consejo Institucional en su Sesión 2683, Artículo 12, celebrada el jueves 07 de octubre de 2010 tomó el siguiente acuerdo: Solicitud al señor Isidro Álvarez, Auditor Interno, para que certifique la ruta que siguieron y la cadena de custodia de los documentos: Oficio AUDI-264-2010 y el Informe AUDI-F-005-2010, que su dependencia usó, tanto para la elaboración como para la distribución a las instancias competentes en la Institución.
7. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el Oficio AUDI-288-2010 en sobre cerrado con sello de confidencialidad, con fecha 11 de octubre del 2010, suscrito por Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, dirigido  a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en respuesta al oficio SCI-739-2010, del 07 de octubre del 2010, sobre acuerdo tomado en la sesión ordinaria No. 2683, Artículo 12.
8. El Oficio AUDI-288-2010 señala que los Oficios AUDI-264-2010 y el Informe AUDI-F-005-2010, fueron remitidos por la Auditoría Interna a las siguientes instancias: al Vicerrector de Administración, con copia al Consejo Institucional y a la Rectoría, en formato impreso y a las siguientes personas en formato digital: Deyanira Meza Cascante, Luis Ernesto Madrigal Trejos, Gabriela Chaves Rosas, Maricel Araya Matamoros, Manuel Bonilla Cordero, Adriana Rodríguez Zeledón, Anaís Robles Rojas, Lorena Somarribas Meza, Jenny María Zúñiga Valverde, Sonia Córdoba Moya, Gabriela Fernández Masís, María Nela Moya Araya.
9. El Consejo Institucional en Sesión 2685, Artículo 12, celebrada el jueves 21 de octubre de 2010 tomó el siguiente acuerdo:
“a.	Solicitar a las siguientes personas:
i. Rector
ii. Vicerrector de Administración
iii. Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional 

que entreguen al Consejo Institucional un documento certificado de la ruta que siguieron y la cadena de custodia de los documentos: Oficio AUDI-264-2010 y el Informe AUDI-F-005-2010, que su dependencia usó en el manejo de los mismos. Dicha certificación debe ser entregada a más tardar el 03 de noviembre de 2010, en la Secretaría del Consejo Institucional.
b. Solicitar a la Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, que solicite a cada uno de los siguientes funcionarios, que tuvieron acceso a los documentos digitales y/o escritos del oficio AUDI-264-2010 y del Informe AUDI-F-005-2010, según consta en el memorando AUDI-288-2010, del 11 de octubre de 2010
i. María Nela Moya Araya
ii. Deyanira Meza Cascante
iii. Luis Ernesto Madrigal Trejos
iv. Gabriela Chaves Rosas
v. Maricel Araya Matamoros
vi. Manuel Bonilla Cordero
vii. Adriana Rodríguez Zeledón
viii. Anaís Robles Rojas
ix. Lorena Somarribas Meza
x. Jenny María Zúñiga Valverde
xi. Sonia Córdoba Moya
xii. Gabriela Fernández Masís
que entreguen al Consejo Institucional un documento en el que indiquen, cuál fue el tratamiento que le dieron a éstos y la razón del mismo. En dicho comunicado deberá hacerse saber a estos funcionarios únicamente el número y título del acuerdo que refuerza la petición, y no el fondo del asunto por reserva expresa que tiene el tema, dada la naturaleza confidencial del asunto tratado.”
10. La Secretaría del Consejo Institucional recibió respuesta de las siguientes personas: Máster Eugenio Trejos, Rector, del MAE Jorge Mena, Vicerrector de Administración, de la Licenciada Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo, María Nela Moya, Deyanira Meza, Luis Ernesto Madrigal, Gabriela Chaves, Manuel Bonilla, Adriana Rodríguez, Anaís Robles, Lorena Somarribas, Jenny Zúñiga, Sonia Córdoba y Gabriela Fernández. La persona que no respondió tenía justificaciones de peso para no hacerlo (permiso).
11. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2686, Artículo 12, celebrada el 28 de octubre de 2010, acordó trasladar el tema relacionado con el Oficio AUDI-264-2010 y el Informe AUDI-F-005-2010, a una comisión especial conformada por las siguientes personas: B.Q. Grettel Castro, Jorge Chaves, Alexander Valerín y Nancy Hidalgo. 
12. Es necesario iniciar un proceso que permita dilucidar quiénes tuvieron acceso al documento y el manejo que se hizo del mismo, interna y externamente. Por ello como una etapa inicial se requiere conocer el trámite que se dio al informe en las instancias que lo recibieron de la Auditoría Interna, del Vicerrector de Administración, del Rector y de la Secretaría del Consejo Institucional, o que por los procedimientos del manejo de correspondencia en estas instancias tuvieron el acceso.
ACUERDA:
a. Solicitar a la Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, que solicite a cada persona, que se describen a continuación, que tuvieron acceso a los documentos digitales y/o escritos del oficio AUDI-264-2010 y del Informe AUDI-F-005-2010, según consta en las certificaciones emitidas por la Rectoría, Vicerrectoría de Administración y Secretaría del Consejo Institucional; que entreguen al Consejo Institucional un documento en el que indiquen, cuál fue el tratamiento que le dieron a éstos y la razón del mismo.
1. M.Sc. Rocío Poveda Picado 	
2. BQ. Grettel Castro Portuguez	
3. Máster Claudia Zúñiga Vega	
4. Ing. Nancy Hidalgo Dittel	 
5. Ing. Jorge Chaves Arce	 
6. Dra. Lilliana Harley Jiménez	
7. Ing. Alexander Valerín Castro	 
8. Srita. Andrea Navas Asturias 	
9. Sr. Manfred Rivera Redondo
10. Srita. Carol Chaves Castillo
11. Ing. Carlos Roberto Acuña Esquivel
12. Licda. Maureen Reid Vargas
13. Sra. Victoria Varela López
14. Sra. Ana Ruth Solano Moya
15. Sra. Cindy Picado Montero 
16. Srta. Patricia Mata Castillo
17. Lucía Hernández Granados
18. Carlos Bonilla Avendaño
En dicho comunicado deberá hacerse saber a éstas personas únicamente el número y título del acuerdo que refuerza la petición, y no el fondo del asunto por reserva expresa que tiene el tema, dada la naturaleza confidencial del asunto tratado.
b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ARTICULO 12.	Modificación del Acuerdo tomado en la Sesión 2633, Artículo 14, del 15 de octubre de 2009: Programa de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR, a partir del I Semestre 2010
El señor Jorge Chaves presenta la propuesta denominada: “Modificación del Acuerdo tomado en la Sesión 2633, Artículo 14, del 15 de octubre de 2009: Programa de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR, a partir del I Semestre 2010”. (Adjunta a la carpeta de esta acta), elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
RESULTANDO QUE:
1. El Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Costa Rica en su artículo 18, inciso señala:
“Son funciones del Consejo Institucional:
…
f.	Aprobar, promulgar y modificar los reglamentos generales necesarios para el funcionamiento del Instituto, así como los suyos propios, excepto aquellos que regulen el funcionamiento de la Asamblea Institucional Representativa y del Congreso Institucional…”
2. La Institución estableció como política general en el eje Docencia, lo siguiente:
1.1	Se desarrollarán programas académicos de excelencia en las áreas de ciencia y tecnología, procurando ampliar las posibilidades de acceso, la eficiencia y eficacia de los servicios y programas hacia la población estudiantil.
Además  las siguientes  políticas específicas:
1.1.1	Se desarrollarán estrategias, planes y programas que busquen  la permanencia exitosa de la población estudiantil de la Institución así como la oportuna conclusión de sus estudios.
1.1.4	Se reforzarán en los procesos de atracción de estudiantes criterios que favorezcan con particular énfasis el ingreso de personas procedentes de las zonas de menor desarrollo social, con vocación hacia las opciones agroforestales y la perspectiva de equidad de género. 
3. El Reglamento de Admisión del Instituto Tecnológico de Costa Rica en su artículo 9 bis establece:
“a.	Se establecen dos modalidades de admisión, vía examen de admisión: 
a.1	Abierta. En la modalidad de Admisión Abierta podrán participar todas las personas que realizaron examen de admisión y obtuvieron un puntaje de admisión igual o superior a la nota de corte. 
a.2	Restringida. En la modalidad de Admisión Restringida podrán participar todas las personas que no fueron admitidas mediante la Admisión Abierta, que estén como elegibles y que cumplan con los criterios especiales de admisión de esta modalidad, ello con el fin de lograr un mayor ingreso de estudiantes, resguardando principios de equidad social y beneficiando a los sectores marginados de la sociedad. “
CONSIDERANDO QUE: 
1. El Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2441, Artículo 19,  del 03 de noviembre del 2005, aprobó el proyecto de Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR y los criterios especiales de admisión. 
2. El Consejo Institucional en la Sesión Nº 2527, Artículo 11, del 13 de setiembre del 2007, aprobó lo siguiente: 
“a.	Mantener el Proyecto de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR 2006-2007, para los periodos 2008 y 2009,  con los mismos criterios de admisión aprobados  para los años 2006-2007.
b.	Solicitar al Rector presentar al Consejo Institucional, que el cupo para la Admisión Cerrada de  los años 2008 y 2009 sea del 10 % de los cupos aprobados para cada carrera.
c.	Modificar el Artículo 9 BIS del Reglamento de Admisión del Instituto Tecnológico de Costa Rica y sus Reformas con el fin de que en el inciso a.2 se cambie el término “Cerrada” por “Restringida”, en todos sus alcances para referirse a esta modalidad …”
3. La VIESA ha dado seguimiento al desempeño académico de los estudiantes admitidos por la modalidad de admisión restringida y ha  presentado los informes correspondientes como insumo técnico para la evaluación del programa. Además los criterios de admisión aprobados desde que se inició el Proyecto se han mantenido y se han establecido cada dos años las directrices y lineamientos para atender la Admisión Abierta y la Admisión Restringida, en coordinación con la Vicerrectoría de Docencia.
4. El Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2633, Artículo 14,  del 15 de octubre de 2009, acordó: 
a. “Aprobar el Programa de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR a partir del año 2010,  con los criterios de admisión aprobados  para los años 2006-2007 y 2008-2009, con las siguientes variaciones:
1. Que el puntaje de admisión sea igual o superior a la nota de corte institucional
2. Que el o la estudiante no haya sido admitido(a) en la Admisión Abierta
3. Que la carrera o las carreras por considerar sean la que hayan escogido el día en que presentó el Examen de Admisión al Instituto Tecnológico de Costa Rica
4. Que el puntaje de admisión del estudiante esté en un intervalo de menos 50 puntos con respecto a la nota de corte en la Admisión Abierta de la carrera o carreras elegidas, en la escala 200-800. La Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos en coordinación con la Vicerrectoría de Docencia definirá las directrices y lineamientos para la selección de esta población, en concordancia con lo que estable el Artículo 9 BIS, inciso d del Reglamento de Admisión.
5. Que proceda de colegio público
6. Que el distrito de procedencia del o la estudiante esté dentro de los criterios de interés según el Índice de Desarrollo Social o en su defecto que haya sido exonerado/a del pago del derecho de inscripción
7. La condición socioeconómica del grupo familiar 
8. El puntaje de Admisión
Para las/os y los estudiantes que cumplan los criterios uno, dos y tres, se procederá de la siguiente manera:
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y cuyo puntaje de admisión no tenga una diferencia mayor de 50 puntos (escala 200-800), en referencia con el puntaje de ingreso más bajo en la Admisión Abierta de la carrera o carreras elegidas por la o el estudiante.
Procedencia de colegio público
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que procedan de colegios públicos.
Distritos de interés por su Índice de Desarrollo Social
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que su distrito de residencia tenga un Índice de Desarrollo Social igual o inferior a 60, según lo establecido por el MIDEPLAN.
Condición Socioeconómica
Serán elegibles todas las personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que proporcionen información adicional de su situación socioeconómica, la cual será valorada en función del Índice Socioeconómico establecido por el Instituto Tecnológico de Costa Rica. Se excluirán los estudiantes que por su condición socioeconómica no son sujeto a beca o préstamo.
Para el Ingreso a carrera y de acuerdo con el Índice Socioeconómico aplicado por el Departamento de Trabajo Social y Salud, los y las estudiantes serán ordenadas según la condición socioeconómica, de menor a mayor categoría, y tendrán prioridad para su ingreso al Instituto Tecnológico de Costa Rica en este mismo orden.
Puntaje de Admisión
Las y los estudiantes que estén en igualdad de condiciones aplicando los criterios anteriores, definirán su prioridad de ingreso a carrera mediante la utilización del puntaje de admisión obtenido por el solicitante.  Tendrá prioridad quien tenga el puntaje de admisión más alto.
b. Dar carácter de obligatoriedad a la participación de los y las estudiantes matriculadas mediante la modalidad de Admisión Restringida, en el Programa de Acompañamiento que ofrece la Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos y la Vicerrectoría de Docencia.  Este Programa se ofrecerá durante los dos primeros periodos lectivos de esta población. Para los estudiantes de Admisión Abierta con Beca Mauricio Campos, ofrecer dicho Programa de manera opcional.  Una vez que estos/as estudiantes acepten el ingreso al Programa, y se sometan y cumplan con el procedimiento establecido para certificar su idoneidad para ser parte del mismo, su participación en todas las actividades del Programa de Acompañamiento será obligatoria.
c. Disponer que el no cumplimiento en la participación de las actividades del Programa de Acompañamiento para las  y los estudiantes de Admisión Restringida, les obliga a cumplir 25 horas de trabajo en el mismo período lectivo si se ausentan al menos a dos actividades. 
De persistir esta conducta con tres ausencias se suspenderá la beca o financiamiento por un mes. Con cuatro ausencias el o la estudiante sufrirá otra suspensión de beca o financiamiento por un mes 
Para todos los efectos las ausencias a las actividades del Programa de Acompañamiento serán acumulativas durante el primer año, de manera que 5 o más ausencias suspenderán el disfrute de los beneficios (beca o financiamiento residencia, libro beca…) durante un semestre lectivo previo análisis del Comité de Becas.  
d. Presupuestar en el Fondo Solidario de Desarrollo Estudiantil, un rubro para la compra de libros a estudiantes de Admisión Restringida y Abierta Especial.
e. Mantener y fortalecer el Proyecto Libro- Beca que beneficiará en forma prioritaria a estudiantes con Beca Mauricio Campos.
Los/as estudiantes que ingresen al Programa de Admisión Restringida y Abierta Especial tendrán prioridad de atención en los servicios institucionales.
f. Aprobar el porcentaje máximo para los cupos que se asignarán a la Admisión Restringida en un 10% de los cupos aprobados para primer ingreso; a propuesta del Rector, el Consejo Institucional revisará este porcentaje según la evaluación del Programa. 
g. Comunicar.” 
5. El Consejo Institucional en Sesión No.2681, Artículo 13, punto 7, del 21 de setiembre de 2010, acordó crear Comisiones Especiales que analizarán los sistemas denominados: Atracción, Selección y Admisión, Proceso de matrícula y Financiamiento estudiantil, y su normativa. Este acuerdo fue modificado en la Sesión No.2682, punto  8 del 30 de setiembre de 2010, para incluir un representante de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión en la última Comisión. Estas Comisiones usarán como insumo para su trabajo, entre otros, los criterios de admisión aprobados. El análisis integral que se solicitó a las Comisiones requiere de un proceso que se extenderá por varios meses, sin embargo, dada la necesidad de continuar los procesos de la mejor manera posible, es necesario realizar revisiones y mejoras parciales mientras se finaliza el trabajo integral. 
6. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, recibió el Oficio VIESA-1189-10 de fecha 01 de noviembre de 2010, emitido por la Licda. Ligia Rivas, Vicerrectora de la Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, dirigido al Ingeniero Jorge Chaves, Coordinador de la Comisión de Asuntos Académicos, con una propuesta elaborada por la Comisión de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia de la Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos (CASAP), para modificar los criterios de admisión aprobados para el año 2010 y siguiente para el Programa de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR en los siguientes términos:
“Modificar los criterios de admisión aprobados  para el año 2010 y siguientes al Programa de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR, que se anotan a continuación:
	Acuerdo vigente
	Propuesta de modificación

	2. Que el o la estudiante no haya sido admitido(a) en la Admisión Abierta.
	2. Que el o la estudiante no haya sido admitido(a) en la Admisión Abierta y que no sea estudiante regular del TEC.

	4. Que el puntaje de admisión del   estudiante esté en un intervalo de menos 50 puntos con respecto a la nota de corte en la Admisión Abierta de la carrera o carreras elegidas, en la escala 200-800. 

La Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos en coordinación con la Vicerrectoría de Docencia definirá las directrices y lineamientos para la selección de esta población, en concordancia con lo que estable el Artículo 9 BIS, inciso d del Reglamento de Admisión.
	4. Que el puntaje de admisión del  o la estudiante esté en un intervalo de menos 50 puntos con respecto a la nota de corte en la Admisión Abierta de la carrera o carreras elegidas, en la escala 200-800. 

La Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos en coordinación con la Vicerrectoría de Docencia definirá las directrices y lineamientos para la selección de esta población, en concordancia con lo que estable el Artículo 9 BIS, inciso d del Reglamento de Admisión.

	6. Que el distrito de procedencia del o la estudiante esté dentro de los criterios de interés según el Índice de Desarrollo Social o en su defecto que haya sido exonerado/a del pago del derecho de inscripción. 
	6. Que el distrito de procedencia del o la estudiante esté dentro de los criterios de interés según el Índice de Desarrollo Social o en su defecto que haya sido exonerado/a del pago del derecho de inscripción para el examen de  admisión.

	8. El puntaje de Admisión
Para las y los estudiantes que cumplan los criterios uno, dos y tres, se procederá de la siguiente manera:
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y cuyo puntaje de admisión no tenga una diferencia mayor de 50 puntos (escala 200-800), en referencia con el puntaje de ingreso más bajo en la Admisión Abierta de la carrera o carreras elegidas por la o el estudiante.
Procedencia de colegio público
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que procedan de colegios públicos.
Distritos de interés por su Índice de Desarrollo Social
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que su distrito de residencia tenga un Índice de Desarrollo Social igual o inferior a 60, según lo establecido por el MIDEPLAN.

Condición Socioeconómica
Serán elegibles todas las personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que proporcionen información adicional de su situación socioeconómica, la cual será valorada en función del Índice Socioeconómico establecido por el Instituto Tecnológico de Costa Rica. Se excluirán los estudiantes que por su condición socioeconómica no son sujeto a beca o préstamo.

Para el Ingreso a carrera y de acuerdo con el Índice Socioeconómico aplicado por el Departamento de Trabajo Social y Salud, los y las estudiantes serán ordenadas según la condición socioeconómica, de menor a mayor categoría, y tendrán prioridad para su ingreso al Instituto Tecnológico de Costa Rica en este mismo orden.

Puntaje de Admisión
Las y los estudiantes que estén en igualdad de condiciones aplicando los criterios anteriores, definirán su prioridad de ingreso a carrera mediante la utilización del puntaje de admisión obtenido por el solicitante.  Tendrá prioridad quien tenga el puntaje de admisión más alto.
	

























Condición Socioeconómica
Serán elegibles todas las personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que proporcionen información sobre su situación socioeconómica, la cual será valorada en función del Índice Socioeconómico establecido por el Instituto Tecnológico de Costa Rica. Se excluirán los estudiantes que por su condición socioeconómica no son sujeto a beca o préstamo.

Condiciones de ingreso
Para el Ingreso a carrera y de acuerdo con el Índice Socioeconómico aplicado por el Departamento de Trabajo Social y Salud, los y las estudiantes serán ordenadas según la condición socioeconómica, de menor a mayor categoría, y tendrán prioridad para su ingreso al Instituto Tecnológico de Costa Rica en este mismo orden.
Las y los estudiantes que estén en igualdad de condiciones aplicando los criterios anteriores, definirán su prioridad de ingreso a carrera mediante la utilización del puntaje de admisión obtenido por el solicitante.  Tendrá prioridad quien tenga el puntaje de admisión más alto.

	b. Dar carácter de obligatoriedad a la participación de los y las estudiantes matriculadas mediante la modalidad de Admisión Restringida, en el Programa de Acompañamiento que ofrece la Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos y la Vicerrectoría de Docencia.  Este Programa se ofrecerá durante los dos primeros periodos lectivos de esta población. 


Para los estudiantes de Admisión Abierta con Beca Mauricio Campos, ofrecer dicho Programa de manera opcional.  Una vez que estos/as estudiantes acepten el ingreso al Programa, y se sometan y cumplan con el procedimiento establecido para certificar su idoneidad para ser parte del mismo, su participación en todas las actividades del Programa de Acompañamiento será obligatoria.

	b. Dar carácter de obligatoriedad a la participación de los y las estudiantes matriculadas mediante la modalidad de Admisión Restringida, en el Programa de Acompañamiento que ofrece la Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos y la Vicerrectoría de Docencia.  Este Programa se ofrecerá durante los dos primeros periodos lectivos de esta población e iniciará el día de la matrícula. 

Para los y las estudiantes de Admisión Abierta con Beca Mauricio Campos y provenientes de los mismos distritos  seleccionados para el PAR, ofrecer dicho Programa de manera opcional.  Una vez que estos/as estudiantes acepten el ingreso al Programa, y se sometan y cumplan con el procedimiento establecido para certificar su idoneidad para ser parte del mismo, su participación en todas las actividades del Programa de Acompañamiento será obligatoria.

	c. Disponer que el no cumplimiento en la participación de las actividades del Programa de Acompañamiento para las  y los estudiantes de Admisión Restringida, les obliga a cumplir 25 horas de trabajo en el mismo período lectivo si se ausentan al menos a dos actividades. 


De persistir esta conducta con tres ausencias se suspenderá la beca o financiamiento por un mes. Con cuatro ausencias el o la estudiante sufrirá otra suspensión de beca o financiamiento por un mes.

Para todos los efectos las ausencias a las actividades del Programa de Acompañamiento serán acumulativas durante el primer año, de manera que 5 o más ausencias suspenderán el disfrute de los beneficios (beca o financiamiento, residencia, libro beca…) durante un semestre lectivo, previo análisis del Comité de Becas.  
	c. Disponer que el no cumplimiento en la participación de las actividades del Programa de Acompañamiento para las  y los estudiantes de Admisión Restringida, les obliga a cumplir 25 horas de asistencia dentro de la Institución y en el mismo período lectivo, si se ausentan al menos a dos actividades. 

De persistir esta conducta con tres ausencias se suspenderá la beca o préstamo por un mes. Con cuatro ausencias el o la estudiante sufrirá otra suspensión de beca o préstamo.


Para todos los efectos las ausencias a las actividades del Programa de Acompañamiento serán acumulativas durante el primer año, de manera que 5 o más ausencias suspenderán el disfrute de los beneficios (beca, préstamo, residencia, libro-beca) durante un semestre lectivo, previo análisis del Comité de Becas.  


	
	g. Los y las estudiantes que ingresen por la modalidad del Programa de Admisión Restringida y por Abierta Especial tendrán derecho a concesiones, si por su condición académica así lo requirieran, durante los dos primeros periodos lectivos. A partir de su tercer semestre lectivo se someterán a las condiciones  según lo estipula el Reglamento de Becas y Préstamos Estudiantiles


7. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en reunión No. 292 realizada el 15 de noviembre de 2010, conoció la propuesta enviada por la Comisión de Admisión, Selección y Permanencia (CASAP) y decidió elevarla al pleno del Consejo para conocimiento y aprobación. 
ACUERDA:
a. Modificar los siguientes Criterios de Selección para el Programa de Atracción, Selección, Admisión y Permanencia con Equidad en el ITCR, aprobados para el año 2010, en la Sesión Ordinaria No. 2633, Artículo 14 del 15 de octubre, 2009, para que se lean: 
a. Los criterios de admisión son:
a.1	Que el puntaje de admisión sea igual o superior a la nota de corte institucional
a.2	Que el o la estudiante no haya sido admitido(a) en la Admisión Abierta y que no sea estudiante regular del TEC.
a.3	Que la carrera o las carreras por considerar sean la o las  que hayan escogido el día en que presentó el Examen de Admisión al Instituto Tecnológico de Costa Rica.
a.4	Que el puntaje de admisión del o la estudiante esté en un intervalo de menos 50 puntos con respecto a la nota de corte en la Admisión Abierta de la carrera o carreras elegidas, en la escala 200-800. 
La Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos en coordinación con la Vicerrectoría de Docencia definirá las directrices y lineamientos para la selección de esta población, en concordancia con lo que estable el Artículo 9 BIS, inciso d del Reglamento de Admisión.
a.5	Que proceda de colegio público
a.6	Que el distrito de procedencia del o la estudiante esté dentro de los criterios de interés según el Índice de Desarrollo Social o en su defecto que haya sido exonerado/a del pago del derecho de inscripción para el examen de  admisión.
a.7	La condición socioeconómica del grupo familiar 
a.8	El puntaje de Admisión
Para las/os y los estudiantes que cumplan los criterios uno, dos y tres, se procederá de la siguiente manera:
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y cuyo puntaje de admisión no tenga una diferencia mayor de 50 puntos (escala 200-800), en referencia con el puntaje de ingreso más bajo en la Admisión Abierta de la carrera o carreras elegidas por la o el estudiante.
Procedencia de colegio público
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que procedan de colegios públicos.
Distritos de interés por su Índice de Desarrollo Social
Serán elegibles todas aquellas personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que su distrito de residencia tenga un Índice de Desarrollo Social igual o inferior a 60, según lo establecido por el MIDEPLAN.
Condición Socioeconómica
Serán elegibles todas las personas que hayan cumplido con los criterios anteriores y que proporcionen información sobre su situación socioeconómica, la cual será valorada en función del Índice Socioeconómico establecido por el Instituto Tecnológico de Costa Rica. Se excluirán los estudiantes que por su condición socioeconómica no son sujetos a beca o préstamo.
Condiciones de ingreso
Para el Ingreso a carrera y de acuerdo con el Índice Socioeconómico aplicado por el Departamento de Trabajo Social y Salud, los y las estudiantes serán ordenadas según la condición socioeconómica, de menor a mayor categoría, y tendrán prioridad para su ingreso al Instituto Tecnológico de Costa Rica en este mismo orden.
Las y los estudiantes que estén en igualdad de condiciones aplicando los criterios anteriores, definirán su prioridad de ingreso a carrera mediante la utilización del puntaje de admisión obtenido por el solicitante.  Tendrá prioridad quien tenga el puntaje de admisión más alto.	
b. Dar carácter de obligatoriedad a la participación de los y las estudiantes matriculadas mediante la modalidad de Admisión Restringida, en el Programa de Acompañamiento que ofrece la Vicerrectoría de Vida Estudiantil y Servicios Académicos y la Vicerrectoría de Docencia.  Este Programa se ofrecerá durante los dos primeros periodos lectivos de esta población e iniciará el día de la matrícula. 
Para los estudiantes de Admisión Abierta con Beca Mauricio Campos, ofrecer dicho Programa de manera opcional.  Una vez que estos/as estudiantes acepten el ingreso al Programa, y se sometan y cumplan con el procedimiento establecido para certificar su idoneidad para ser parte del mismo, su participación en todas las actividades del Programa de Acompañamiento será obligatoria.
c. Disponer que el no cumplimiento en la participación de las actividades del Programa de Acompañamiento para las  y los estudiantes de Admisión Restringida, les obliga a cumplir 25 horas de asistencia dentro de la Institución y en el mismo período lectivo, si se ausentan al menos a dos actividades. 
De persistir esta conducta con tres ausencias se suspenderá la beca o préstamo por un mes. Con cuatro ausencias el o la estudiante sufrirá otra suspensión de beca o préstamo.
Para todos los efectos las ausencias a las actividades del Programa de Acompañamiento serán acumulativas durante el primer año, de manera que 5 o más ausencias suspenderán el disfrute de los beneficios (beca, préstamo, residencia, libro-beca) durante un semestre lectivo, previo análisis del Comité de Becas.  
d. Presupuestar en el Fondo Solidario de Desarrollo Estudiantil, un rubro para la compra de libros a estudiantes de Admisión Restringida y Abierta Especial.
e. Mantener y fortalecer el Proyecto Libro- Beca que beneficiará en forma prioritaria a estudiantes con Beca Mauricio Campos.
f. Los y las estudiantes que ingresen por la modalidad del Programa de Admisión Restringida y por Abierta Especial tendrán derecho a concesiones, si por su condición académica así lo requirieran, durante los dos primeros periodos lectivos. A partir de su tercer semestre lectivo se someterán a las condiciones  según lo estipula el Reglamento de Becas y Préstamos Estudiantiles.
g. Aprobar el porcentaje máximo para los cupos que se asignarán a la Admisión Restringida en un 10% de los cupos aprobados para primer ingreso; a propuesta del Rector, el Consejo Institucional revisará este porcentaje según la evaluación del Programa.
b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ARTICULO 13.	Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”, el cual se tramita bajo Expediente No. 16.956
La señorita Giannina Ortiz presenta la propuesta denominada: “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”, el cual se tramita bajo Expediente No. 16.956”. (Adjunta a la carpeta de esta acta), elaborada por la Presidencia:
La señora Nancy Hidalgo sugiere cambiar el orden para que en el inciso a) del propone, se cambie el orden y se lea primero “…no limite la autonomía universitaria de nuestra institución”  y luego que se tomen las “observaciones y recomendaciones vertidas”.
Se corrige la propuesta y se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Boleta de Comunicación de la Rectoría Ref. 586-10, con fecha 20 de setiembre de 2010, en la que se adjunta copia del oficio recibido de la Asamblea Legislativa CJ-309-09-10, en el que solicitan el criterio sobre el “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.956.
2. Mediante oficios SCI-697-2010 y SCI-698-2010, de fecha 23 de setiembre de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigidos a la, Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional y Lic. Carlos Segnini, Director de Asesoría Legal, en el cual se solicita emitir el respectivo criterio sobre el “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”.
3. Mediante oficio SCI-863-2010, de fecha 02 de noviembre de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Lic. Carlos Segnini, Director de Asesoría Legal, mediante el cual se hace reiteración de solicitud de análisis del “Proyecto de Ley Reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220, protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”.
4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió oficio SCI-713-2010, de fecha 27 de setiembre de 2010, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, que en lo conducente dice:
“PRIMERO:
Que las adiciones operarían en torno a los  artículos 10 y 11 de la ley precitada misma que indicaría lo siguiente “…“ARTÍCULO 10.- RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN Y EL FUNCIONARIO 
El administrado podrá exigir responsabilidad tanto a la Administración Pública como al funcionario público por el incumplimiento de las disposiciones y los principios de esta Ley. La responsabilidad de la Administración se regirá por lo establecido en los artículos 190 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública; la Responsabilidad Civil y Administrativa del funcionario público, por sus artículos 199 y siguientes, y 358 y siguientes; la responsabilidad penal del funcionario público conforme lo dispuesto en el artículo 11 de esta Ley y en los numerales 331 y 332 del Código Penal. 
Para los efectos de responsabilidad personal del funcionario público, se aplicará el procedimiento administrativo sumario dispuesto en la Ley General de la Administración Pública, y se considerarán como faltas graves los siguientes incumplimientos específicos de la presente Ley: 
a)	No aceptar la presentación única de documentos, o bien exigir más requisitos de lo que legal y razonablemente corresponda según así se demuestre en sede administrativa o judicial. 
b) 	No respetar las competencias. 
c) 	No dar publicidad a los trámites ni sujetarse a la ley. 
d) 	No informar sobre el trámite. 
e) 	No resolver ni calificar dentro del plazo establecido. 
f) 	Incumplir el procedimiento del silencio positivo. 
g) 	No coordinar institucionalmente. 
h) 	Irrespetar el trámite ante única instancia administrativa Cuando se declare la responsabilidad personal del funcionario público en sede administrativa o contencioso-administrativa se impondrán, por su orden, según la gravedad del hecho y sin perjuicio de la responsabilidad civil correspondiente, las siguientes sanciones una vez la resolución quede firme: 
a) 	Amonestación escrita, únicamente por primera vez. 
b) 	Suspensión sin goce de sueldo de hasta un mes. 
c) 	Despido sin responsabilidad patronal." 
ARTÍCULO 2.- Adiciónase un nuevo artículo 11 a la Ley N.º 8220, PROTECCIÓN AL CIUDADANO DEL EXCESO DE REQUISITOS Y TRÁMITES ADMINISTRATIVOS, de 4 marzo de 2002, que se lea de la siguiente manera: 
“ARTÍCULO 11.- RETARDO ILEGÍTIMO 
Se impondrá pena de tres meses a dos años de prisión al funcionario público que no emita respuesta dentro del día hábil siguiente a una solicitud de declaratoria de silencio positivo conforme a lo dispuesto en el inciso a) del artículo 7 de esta Ley. 
Igual pena se aplicará cuando la respuesta sea denegatoria del silencio y posteriormente se demuestre a instancia del interesado por la vía aplicable que la solicitud correspondiente cumplía con todos los requisitos establecidos al efecto. 
No obstante, cuando el funcionario público se niegue a reconocer la validez y eficacia de un acta notarial realizada con fundamento en lo preceptuado en el inciso b) del artículo 7 de esta Ley, la pena aplicable será de seis meses a cuatro años de prisión, siempre que dicha acta haya sido realizada por la omisión de respuesta en cuanto al silencio positivo y no se haya demostrado en sede competente que el silencio positivo era improcedente.” 
Rige a partir de su publicación…”, situación de facto que equivale a penalizar estas faltas que se dan a menudo en el  ámbito administrativo.
SEGUNDO:
Que la citada reforma lo que pretende es integrar faltas y procedimientos, que en la actualidad son totalmente viables, con solo pasar de manera independiente de la vía administrativa a la penal, con la finalidad de denunciar atropellos surgidos en sede administrativa, ya que hoy día que  la excitativa es  tan solo solo un proyecto , en la realidad el mecanismo que opera consiste en  tomar la acción de sede administrativa  y llevarla a sede penal, ya que el ABUSO DE AUTORIDAD y  EL INCUMPLIMIENTO DE DEBERES, están establecidos en el Código Penal, desde larga data,  y son perfectamente invocables por cualquier ciudadano,  por lo que lo único en lo  que innovaría la pretendida reforma es unificando conceptos en un mismo cuerpo normativo, dado que la posibilidad como tal ya  existe, desde que está vigente el Código Penal, y no presenta mayores entrabamientos el hacerlo separadamente, aspecto que deben tener claro los integrantes del pleno del órgano, para que tengan la convicción plena  de  la posibilidad de activar la sede penal con idénticos resultados, se apruebe o no la reforma pretendida, toda vez que para materializarlo lo único que varía es el procedimiento, ello para que no se caiga en el desconocimiento de pensar que no existe tipo penal, para denunciar estos abusos de la Administración.
TERCERO:
Que es importante que el órgano colegiado conozca los límites al Derecho de Información, mismos que la Procuraduría General de la República establece con mucha claridad en el criterio C-309-2006 de fecha 1 de agosto de 2006, ello con la finalidad de que conozcan las únicas excepciones existentes al ejercicio de este derecho, siendo que el Abogado del Estado al respecto nos dice: 
“… DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA SE CONSTITUYEN EN LIMITES AL ACCESO A LA INFORMACIÓN.
El objeto del derecho a la información es el acceso a la información pública, de manera que el ciudadano pueda imponerse de la información que concierne a los organismos públicos o que constan en estos en el tanto la información sea pública. Se sigue de lo expuesto que no existe un derecho de acceso a la información que es de interés privado, sea de aquella que atañe directamente la esfera de la persona, física o jurídica, ya sea porque concierna las actividades a que se dedica, su situación económica o financiera, sus lazos comerciales o en el caso de las personas físicas se refiera a sus lazos familiares, creencias u opiniones, sus preferencias sexuales, por ejemplo. Para que la persona pueda alegar el interés privado de la información debe existir un nexo entre la información de que se trata y la propia persona. Esta debe ser  titular de esa información 
Pero este no es el único límite al derecho a la información. Por el contrario, la Administración no puede divulgar los documentos de carácter privado que consten en sus oficinas. La garantía de inviolabilidad de estos documentos se impone aún cuando la información pueda ser de interés público. En ese sentido, la Administración no cuenta con ninguna potestad discrecional que le permita valorar el interés público o privado de la información.  Sencillamente, existe una prohibición constitucional de dar a conocer documentos o comunicaciones privadas, aun cuando constituyan el fundamento de actos administrativos. En igual forma, la Administración debe abstenerse de suministrar información que resulte confidencial en razón del interés privado presente en ella. No puede dejarse de lado que la divulgación de esa información puede afectar los derechos de la persona concernida y concretamente, el derecho a la intimidad: "...el derecho del individuo a tener un sector personal, una esfera privada de su vida, inaccesible al público salvo expresa voluntad del interesado". Sala Constitucional, N° 678-91 de 14:17 hrs. del 27 de marzo de 1991. El derecho a la intimidad protege la esfera privada que el derecho habiente tiene interés en mantener fuera del conocimiento de terceros. En esa esfera nadie puede inmiscuirse sin el consentimiento del derecho habiente, por lo que la intimidad es un límite a la intervención de otras personas privadas y de los poderes públicos. En consecuencia, el derecho a la intimidad faculta al titular para negarse a dar información cubierta por tal derecho o bien, para decidir quién y bajo qué condiciones se puede tener acceso a esa información. El reconocimiento del derecho a la intimidad y el derecho a la privacidad plantean el problema del control sobre el uso de la información concerniente a una persona. Con ello surge el problema de la autodeterminación informativa. Un nuevo derecho fundamental dirigido a la protección de los datos personales, al que nos referimos en el dictamen N° 037-2002 de 8 de febrero de 2002: "El reconocimiento de una esfera privada fuera del alcance de terceros, salvo por expresa voluntad del interesado, es base necesaria para la construcción de la autodeterminación informativa entendida como el derecho a tener control sobre las informaciones que terceros ostenten sobre la persona de que se trate. E, indudablemente, la autodeterminación informativa no solo encuentra fundamento en el derecho a la intimidad sino que también la protege en tanto para el tratamiento de los datos personales es indispensable el consentimiento del interesado. El derecho a la autodeterminación informativa busca garantizarle al ser humano el control sobre el manejo de sus datos personales. Control que constituye a su vez una garantía de libertad individual al otorgarle al individuo la posibilidad de fiscalizar quién está haciendo un tratamiento de sus datos personales y con qué objetivo se realiza el referido tratamiento. Pero, además, es un derecho dirigido a proteger la identidad de las personas ya que no sólo otorga la posibilidad de conocer los datos personales que ostenten terceros, sino de "traer" esos datos, de corregirlos o rectificarlos en el caso de que sean incorrectos o de solicitar su eliminación en caso de que no sean necesarios para los fines para los cuales fueron recabados inicialmente. …. (…). La autodeterminación informativa reconoce el derecho que tiene todo ser humano de "controlar" el manejo de sus datos personales por parte de terceras personas. Se entiende por controlar el hecho de conocer quiénes manejan su información personal, para qué fines y el tipo de información que manejan, así como los derechos derivados de rectificar los datos incorrectos o solicitar la eliminación de las informaciones innecesarias. Por ello, la autodeterminación informativa cae dentro del ámbito de la autonomía personal y, más específicamente, de la identidad personal, que le permite conocer y fiscalizar la utilización que realicen terceros de sus datos personales. Fiscalización que no solo constituye un ejercicio de la libertad, sino que también genera un marco de protección al individuo contra las actuaciones de terceros que, con el uso indebido o abusivo de su información, podrían colocarse en una situación de poder sobre el interesado". Es necesario aclarar que el objeto de la protección de este derecho fundamental son los "datos personales" y que este término no se identifica con datos "íntimos", confidenciales, así como tampoco se circunscribe a los datos susceptibles de ser calificados como "sensibles" (sexo, raza, convicción políticas, religiosas, afinidades sexuales). Por consiguiente, ese derecho puede abarcar esferas no protegidas por el derecho a la intimidad o a la vida privada. El requisito es que se trate de datos personales. Se entiende por tales los que correspondan a una persona identificada o identificable: datos relativos al nacimiento, fallecimiento, estado civil, número de identificación, domicilio, enfermedades, profesión, patrimonio, afiliación política, sexo, raza, creencias políticas o religiosas. El concepto de dato personal está referido a la posibilidad de identificación del titular de esos datos, por lo que bien cubre datos que sean de fácil conocimiento público, como son el sexo o el color de la piel, los cuales incluso son susceptibles de una protección mayor, en tanto como datos sensibles puede dar lugar a discriminaciones.  Lo importante, entonces, es que la protección se brinda al dato personal. Se sigue de ello que el término puede referirse a datos que constan en registros públicos, aún cuando la ley no los haya calificado de confidenciales. Ahora bien, ¿por qué una protección a datos que constan en un archivo público?. El derecho de autodeterminación informativa implica no sólo un derecho de exclusión a que el dato sea conocido; por el contrario es fundamental el derecho de control sobre la información que tengan terceros sobre una persona. Entonces, el reconocimiento de ese derecho sobre los datos constantes en los registros públicos tiene como objeto asegurar el control del derecho habiente sobre el uso y tratamiento que se dé a esos datos. Ello significa, entonces, que la persona tiene el derecho de controlar el respeto de los terceros (incluido el titular del registro) al fin legal que justifica el registro de sus datos personales.  Debe tomarse en consideración que la Administración no es libre de tener registros sobre cualquier dato personal de los habitantes del país.  La creación de registros, archivos o ficheros responde a un fin determinado. Ergo, la cesión y el tratamiento posterior de esos datos sólo serán lícitos cuando correspondan al fin legal por el cual se registran o se permite su tratamiento. De no estarse ante ese fin, se requeriría el consentimiento expreso de la persona afectada.  Lo que implica que el titular del fichero, registro o archivo no podría ceder la información personal de un individuo si no cuenta con el consentimiento de éste. Dicho consentimiento, empero, deja de ser necesario cuando el legislador expresamente señala que el titular de un registro puede ceder para su tratamiento los datos sobre una persona determinada. Como todo derecho fundamental, la autodeterminación informativa no es un derecho absoluto. Por ende, su ejercicio puede encontrar restricciones para mantener el orden público o bien en protección de otros derechos fundamentales. Una de esas restricciones se produce cuando el legislador autoriza la cesión y tratamiento de la información, para un fin determinado diferente de aquél por el cual el particular suministró sus datos.  Ello implica que la cesión y el tratamiento son legítimos cuando son necesarios, oportunos y pertinentes respecto de ese fin.  Por ende, la restricción del derecho debe ser razonable, caso contrario podría estarse ante una desviación de poder.  De lo anterior se deriva, entonces, que la cesión para el tratamiento de los datos sólo es posible cuando consta el consentimiento del afectado o bien, si la ley expresamente lo autoriza. Debe tomarse en cuenta que el término "tratamiento " implica no sólo la inclusión en un registro, central de datos o fichero, sino también la modificación, la interconexión o cesión de datos, así como la reproducción de estos. Ello significa que aun cuando la información conste en un registro público, si está referida a una persona determinada no puede ser cedida por la Administración para efectos de otro registro, salvo que se cuente con el consentimiento de esa persona o bien, que la ley autorice dicha cesión y el tratamiento a objeto de satisfacer un fin público determinado. Es por ello que la Ley N° 8220 de 4 de marzo de 2002, relativa a la Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos dispone: 
Artículo 2º- PRESENTACIÓN ÚNICA DE DOCUMENTOS. La información que presenta un administrado ante una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o posean…” Se prohíbe a la Administración Pública solicitar información que consta en otras oficinas, pero éstas deben contar con el consentimiento del administrado para solicitarlas. Requisito que debe entenderse referido a los datos personales. Por demás, esa prohibición existe en el tanto no exista una norma legal que habilite a la Administración el acceso a esa información… ”, ello para que los integrantes del Consejo Institucional tenga conocimiento de las muy escasas causales, para no revelar  la información en poder de la Administración Pública, situación que encuentra su génesis en la misma Carta Magna, que es muy restrictiva al respecto cuando indica en su artículo 30  lo siguiente “…30.- Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo los secretos de Estado...”, nótese que  el constituyente solo hace una salvedad “LOS SECRETOS DE ESTADO”, entendidos como “…- SECRETO DE  ESTADO, ES LA CONDICIÓN DE UNA INFORMACIÓN CUYA DIVULGACIÓN, RESULTA  PERJUDICIAL PARA LOS INTERESES DEL ESTADO, ES SANCIONADA…ASUNTO SECRETO VITAL PARA LA VIDA DE UNA NACIÓN…” (The free Dictionary), siendo que es la única causal que se deduce del máximo cuerpo normativo nacional, nuestra Constitución, lo que define a contrario sensu, que todo lo que no  sea Secreto de Estado es de naturaleza pública.
CUARTO:
Que es conveniente del colegio de miembros conozca las diferentes  tesis de orden legal sobre este tema,  desde tres aristas o instancias ordenadas desde su jerarquía normativa.
A- CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS: (CIDH)
Misma que a través del voto razonado voto concurrente razonado del Juez DIEGO GARCÍA-SAYÁN, en el CASO KIMEL versus ARGENTINA, de  fecha 2 de mayo de 2008, que tiene su génesis en razón de que la Corte reafirma el concepto de que la libertad de expresión, que conlleva el derecho de información,  es un derecho fundamental en una sociedad democrática. La conducta del señor Eduardo Kimel, según todo lo actuado, configuró el ejercicio regular de ese derecho. En el caso concreto, el trabajo de investigación periodística efectuado por el señor Kimel aportó importantes elementos de información y de juicio sobre la conducta de un magistrado en relación a la investigación sobre un grave caso de violación a los derechos humanos. Según lo constatado en el expediente, resulta evidente que la información y apreciaciones expresadas por el señor Kimel se encontraban dentro del ejercicio regular de un derecho y que la sanción penal establecida contra él era desproporcionada…En la sentencia se recuerda que el derecho a la libertad de expresión consagrado en el artículo 13 de la Convención no es un derecho absoluto (párr. 54). Ello se encuentra en la línea de la jurisprudencia constante de la Corte expresada en las sentencias dictadas en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica…La Corte ha dejado establecido, sin embargo, que “… es indispensable que  los medios recojan las más diversas informaciones y opiniones. Los referidos medios, como instrumentos esenciales de la libertad de pensamiento y de expresión, deben ejercer con responsabilidad la función social que desarrollan” En esta sentencia la Corte advierte la necesidad de proteger los derechos humanos de quien “enfrenta el poder de los medios” (párr. 57). Ha dejado establecido, también, que el Estado “No sólo debe minimizar las restricciones a la circulación de la información sino también equilibrar, en la mayor medida de lo posible, la participación de las distintas informaciones en el debate público, impulsando el pluralismo informativo” (párr. 57)… Cuando las expresiones vertidas a través de medios masivos de comunicación se refieren a personajes públicos, o de relevancia pública, en aras del legítimo interés general en juego, éstos deben soportar cierto riesgo a que sus derechos subjetivos resulten afectados por expresiones o informaciones de ese calibre. En tal orden de ideas, en esta sentencia se reitera lo ya adelantado en otros casos en el sentido de que “Las expresiones concernientes a la idoneidad de una persona para el desempeño de un cargo público o a los actos realizados por funcionarios públicos en el desempeño de sus labores gozan de mayor protección, de manera que propicie el debate democrático” (párr. 86). Sin embargo, también es preciso recordar que  como señalé en mi voto relativo al caso Herrera Ulloa, en Costa Rica “las actividades del Estado, a través de sus diversos órganos[,] no son indiferentes y mucho menos debieran ser inaccesibles al conocimiento de los ciudadanos comunes. La democracia se construye a partir de la opinión pública, debidamente informada, que con base en esa información orienta su juicio y toma sus decisiones. Así, el ingreso en el ámbito de esas cuestiones resultará mucho más holgado que el correspondiente a los asuntos estrictamente privados, propios de la vida personal o íntima, que no trascienden sus estrictos linderos. La llamada ‘transparencia’ tiene en aquel ámbito uno de sus espacios naturales” (párr. 23)… El artículo 13 de la Convención señala en lo pertinente que:
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:
a. 	El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
b.	La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. […]”, nótese que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al igual que nuestra Carta Política, posee una tesis legal que radica en lo siguiente “…Respecto al contenido de la libertad de pensamiento y de expresión, la Corte ha señalado que quienes están bajo la protección de la Convención tienen el derecho de buscar, recibir y difundir ideas e informaciones de toda índole, así como también el de recibir y conocer las informaciones e ideas difundidas por los demás. Es por ello que la libertad de expresión tiene una dimensión individual y una dimensión social: ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno…”, a su vez nuestro máximo tribunal constitucional mantiene la siguiente posición 
B- SALA CONSTITUCIONAL
Es importante recordar que los criterios esbozados por la Sala Constitucional son vinculantes para todos los ciudadanos que estén en el territorio costarricense, esta instancia  ha mantenido una posición reiterativa y taxativa, que se refleja  en el  Exp: 02-000808-0007-CO, Res: 2002-03074, dada a las quince horas con veinticuatro minutos del dos de abril del dos mil dos, cuando señala lo siguiente “…III.- SOBRE EL DERECHO A LA INFORMACIÓN:  El Derecho a la Información es uno de los derechos del ser humano y está referido a una libertad pública individual cuyo respeto debe ser propiciado por el propio Estado. Este derecho, es a la vez, un derecho social cuya tutela, ejercicio y respeto se hace indispensable para que el ciudadano tome parte activa en las tareas públicas y pueda así participar en la toma de decisiones que afectan a la colectividad.  En ese sentido, es un derecho humano inalienable e indispensable en la medida en que se parte de que información significa participación.  De esta manera, si la información es requisito para que el ciudadano individualmente considerado adopte decisiones, informar, a la vez, es promover la participación ciudadana. El derecho de la información distingue tres facultades esenciales de quienes lo ejercen: la facultad de recibir, la facultad de investigar y la facultad de difundir informaciones. La facultad de recibir información se refiere principalmente a la obtención, recepción y difusión de noticias o informaciones, las cuales deben referirse a hechos con trascendencia pública y ser conformes con la realidad, asequible por igual a todos, debiendo referirse a hechos relevantes cuyo conocimiento esté dirigido a formar opinión y a fomentar la participación del ciudadano, siendo requisito esencial que la información sea completa y veraz.  La segunda facultad se refiere a la posibilidad de investigación, es decir, al libre y directo acceso a las fuentes de información. Por último está la facultad de difundir, que se trata del derecho del ciudadano a la libre difusión de opiniones e informaciones; facultad que sólo puede ejecutarse en sentido positivo pues no se contempla la posibilidad de “no difundir” informaciones o noticias. Ahora bien, el derecho a la información como tal, está compuesto por dos vertientes o dimensiones: una activa que permite la comunicación de informaciones y otra pasiva que se refiere al derecho de todo individuo o persona, sin ningún tipo de discriminación, a recibir información; información que, en todo caso, deberá ser veraz y que puede ser transmitida por cualquier medio de difusión. A partir de lo anterior se tiene que si bien el derecho a la información tutela en su aspecto pasivo la posibilidad de acceder a fuentes de información con el ánimo de poder participar en la toma de decisiones de la colectividad, también es lo cierto que no se trata de un derecho irrestricto, sino que, por el contrario, está sujeto a límites y entre ellos, el derecho a la intimidad se constituye en un límite para el derecho a la información por cuanto, en la medida en que la información verse sobre asuntos que no sean de relevancia pública, se impone el respeto a la intimidad y opera como límite o barrera frente al derecho a la información.  Por el contrario, cuando la información es de relevancia pública, el acceso a la misma y su difusión, se imponen como regla y por ello, cuando se trate de la trascendencia pública del objeto comunicable, se justificaría la intromisión amparándose en el derecho del público a la recepción de noticias y en el derecho del informador a transmitirla, salvo, claro está, cuando se trata de una información que haya sido declarada previamente como secreto de Estado o sea falsa en cuyo caso el tratamiento de la misma, será diferente. IV.- En relación con lo anterior, el  derecho a la información es considerado como una garantía jurídica indispensable para que los ciudadanos puedan ejercer, en mayor o menor medida, su participación en las tareas públicas y desde este punto de vista, se trata de un derecho público y subjetivo.  Es un derecho público por cuanto exige la intervención del Estado para procurar información sobre las actividades que desempeñan los órganos gubernamentales, además, es un derecho subjetivo, por cuanto supone un poder jurídico, susceptible de regulación por el ordenamiento jurídico. Ese derecho a la información, además, tiene un carácter preferente al considerarse que garantiza un interés constitucional: la formación y existencia de una opinión  pública libre; garantía que reviste una especial trascendencia ya que, de ser una condición previa y necesaria para el ejercicio de otros derechos inherentes al funcionamiento de un sistema democrático, se convierte, a su vez, en uno de los pilares de una sociedad libre y democrática. Para que el ciudadano pueda formar libremente sus opiniones y participar de manera responsable en los asuntos públicos, ha de ser informado ampliamente de modo que pueda formar opiniones, incluso contrapuestas, y participar responsablemente en los asuntos públicos.  Desde esta perspectiva, el derecho a la información no sólo protege un interés individual sino que entraña el reconocimiento y la garantía de una institución política fundamental, cual es la opinión pública, indisolublemente ligada con el pluralismo político y por ende, de naturaleza colectiva. En ese sentido, la opinión pública libre es contraria a la manipulación de la información, con lo cual, el ciudadano tiene el derecho a recibir y seleccionar las informaciones y opiniones que desee pues en el momento en que cualquiera de las informaciones existentes o posibles desaparece, cualquiera que sea el agente o la causa de la desaparición, está sufriendo una limitación al derecho a optar como forma de ejercitar el derecho de recibir. El derecho a ser informado es público por cuanto exige la intervención del Estado y es un derecho subjetivo por cuanto supone un poder jurídico, susceptible de ser institucionalizado y regulado por el ordenamiento jurídico para la satisfacción de fines o intereses de carácter social, basados en la naturaleza misma de la persona humana y en la organización de la sociedad.  A su vez, existe un deber de los entes públicos a facilitar la información y para ello, deberán dar facilidades y eliminar los obstáculos existentes.  Los profesionales de la información son intermediarios entre los entes públicos y los destinatarios de la información y por ende, tienen igualmente el derecho a obtener información y el deber de transmitirla lo más fielmente posible.  El objeto del derecho a la información es la noticia y por tal se ha de entender aquellos hechos verdaderos que puedan encerrar una trascendencia pública  …En primer lugar debe partirse, como se indicó supra, de que el derecho a la información es un derecho público que se distingue por su carácter preferente y ello es así por cuanto su objeto, la información, implica participación de los ciudadanos en la toma de decisiones de la colectividad, con lo cual, en la medida en que se proteja el derecho a la información, se garantiza la formación y existencia de una opinión pública libre que precisamente es el pilar de una sociedad libre y democrática.  Ahora bien, si se parte del supuesto de que para poder participar en la toma de decisiones de la colectividad, se requiere estar bien informado, ello lleva necesariamente a la conclusión de que una sociedad en la que se niega la información de relevancia pública, sin estar en un caso de excepción, no se permitiría la conformación de una opinión pública libre y por ende, no se garantizaría de manera efectiva y real la participación ciudadana…VII.- Ahora bien, lo dicho anteriormente es el resultado lógico que se deriva de la naturaleza del derecho de que se trata, pero a la par de esto hay que valorar también la otra cara de la moneda que es precisamente la necesaria intervención estatal que se debe dar para garantizar el ejercicio efectivo de ese derecho. En esa medida, el Estado debe procurar que las informaciones que son de carácter y relevancia pública, sean de conocimiento de los ciudadanos y para ello debe propiciar un ambiente de libertad informativa que se inicia dentro de su ámbito de acción. Así el Estado, como punto principal de confluencia de informaciones que tienen relevancia pública, es el primer obligado a facilitar no solo el acceso de esa información, sino también el adecuado conocimiento y difusión de la misma y para ello tiene la obligación de brindar las facilidades que sean necesarias para ello y eliminar los obstáculos existentes…”
C- PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA:
Misma que mediante el criterio C-309-2006, de fecha 1 de agosto de 2006, siendo que  a propósito del tema, también dictaminó el Proyecto de Ley  que hoy se pretende  reformar, apunta sobre el tema medular los siguiente “… A.- EN CUANTO AL DERECHO DE INFORMACION -La Constitución Política garantiza a toda persona el derecho de acceso a las dependencias administrativas a efecto de recabar información de interés público. En ese sentido, en Costa Rica no cabe duda de que el derecho de acceso a la información pública es un derecho fundamental. Dicho derecho fundamental es un derecho autónomo, en tanto derivado directamente de lo dispuesto en el artículo 30 constitucional. Empero, es la base para que hoy día puedan ser ejercidos otros derechos, fundamentales o no y se consoliden principios fundamentales del Estado moderno. En efecto, derechos como el derecho de informarse, el derecho de participación, la formación de la opinión pública no son posibles en un medio en que se restrinja el acceso a la información de interés público. Por el contrario, el ejercicio pleno de esos derechos presupone un amplio derecho de acceso a la información pública.  Asimismo, no puede haber transparencia en el accionar público si el principio es la restricción al derecho a la información.  Y en un ambiente jurídico marcado por el secretismo, la ausencia de publicidad y transparencia, la rendición de cuentas deviene en una fórmula vacía de contenido. En ese sentido, el ejercicio del derecho de acceso a la información se convierte en un medio para participar en la toma de decisión y para ejercer control del poder público por parte de la ciudadanía. De la Administración contemporánea se predica transparencia y publicidad, por lo que se debe informar respecto de los objetivos de las políticas públicas, el marco  jurídico, institucional y económico, dentro del cual éstas se definen y deben ser aplicadas, los fundamentos de esas políticas, los datos y la información relacionada con los aspectos financieros y económicos y los efectos del control ejercido sobre la administración activa. En general, todo el accionar de la entidad pública, ya se trate de la actuación sustantiva, operativa o instrumental, así como respecto al funcionario en el desempeño de su función, es objeto de acceso a la información.  Se sigue de lo expuesto que los entes públicos tienen el deber de informar de los distintos aspectos relacionados con su ámbito funcional, aspectos que inciden en la situación del país y, por ende, que pueden requerir una toma de posición del ciudadano.  Por ello la obligación de informar se impone en relación con situaciones económicas, sociales o políticas, producto de diversos factores. Para ejercer el derecho de información, el interesado debe hacer una solicitud a la Administración. Solicitud que tiene como objeto el pedir la información correspondiente. Se sigue de lo anterior que el derecho se satisface con la entrega debida de la información solicitada. Para ello se requiere que la información sea comprensible, accesible, oportuna y no se distorsione. El derecho a la información no se plantea como un medio de concreción del derecho a la justicia, administrativa o judicial. Situación que sí puede plantearse en virtud del derecho de petición. El derecho de petición planteado, igualmente, ante un funcionario público tiene como contenido necesario el planteamiento de una petición, por una parte, y el derecho a obtener una respuesta respecto de lo solicitado. La petición es “pura y simple”, es decir, no requiere la interposición de un procedimiento administrativo tendiente a verificar la procedencia de lo solicitado.  Por otra parte, la resolución que puede esperarse es en los términos de la petición.  Implica, entonces, la respuesta administrativa a la petición planteada.  Empero, el derecho a pedir no implica derecho a obtener lo solicitado. La decisión que se dicte debe guardar congruencia con lo solicitado, por lo que no puede constituirse en un acuse de recibo. El derecho de petición se ejerce por escrito.  Por el contrario, el derecho de acceso a la información en tanto dirigido a obtener información de interés público puede ser ejercido por cualquier medio, incluido el verbal y en relación con cualquiera información, independientemente del soporte en que se encuentre…”
5. Se recibe oficio AL-658-2010, de fecha 12 de noviembre de 2010, suscrito por el Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva del Consejo Institucional, en el cual emite las siguientes observaciones:
“Se analiza la reforma que interesa haciendo las observaciones que se consideran oportunas y procedentes: 
Referente al Artículo 1 del Proyecto de Ley, que busca reformar los numerales cuatro, siete y diez de la ley 8220 del cuatro de marzo del 2002, se analiza el mismo de la siguiente forma: 
Observaciones sobre Artículo 4 de la reforma denominado: Publicidad de los trámites y sujeción a la Ley: 
El Principio de Legalidad que rige el Derecho Público, es la norma básica o parámetro del Estado de Derecho; este regla jurídica obliga a la Administración a ajustar todas sus actuaciones al imperativo legal, sometiéndose la misma a la realización de los fines públicos, no por autoridad propia sino por la ejecución estricta del contenido normativo; de tal forma que el precepto jurídico se constituye en el límite normal de la actividad administrativa. 
En el inciso a) del artículo 4, que originalmente exigía a la Administración la observancia únicamente de lo establecido en la Ley,  con este proyecto se extiende para incluir también lo regulado por los Decretos Ejecutivos y por los Reglamentos vigentes, en consideración a su carácter de fuentes formales del Derecho Público. 
Aspecto que sigue un sentido lógico-jurídico de coherencia con lo que exige el Principio de Legalidad de la Administración. 
En este punto el criterio de la Asesoría Legal no se hace esperar y por consiguiente se deja plasmado y manifiesto en forma positiva.
Ahora bien, siguiendo la lectura al proyecto de reforma del numeral cuarto que se analiza, se encuentra en el párrafo final del mismo, que introduce un nuevo elemento respecto al artículo original; este se refiere a la creación de una Contraloría o Plataforma de Servicios dentro de las instituciones públicas y descentralizadas, para que sirva de ente informador, encargado de explicar al ciudadano los procedimientos y requisitos que necesita cumplir para concluir satisfactoriamente su trámite; de acuerdo con la reforma se deja abierta la posibilidad a las instituciones que no cuenten con una “Contraloría o Plataforma de Servicios”, para designar una dependencia o a un funcionario que realice esta labor informativa.
En este aspecto de la reforma, a esta Asesoría Legal le surge la pregunta sobre lo que el legislador busca crear con este proyecto, ¿Una “Oficina de Información al Usuario” o una “Contraloría de Servicios”?; evidentemente no se trata de la misma figura, sino que ambas tienen distintas funciones y nomenclaturas. 
No se cuestiona la importancia de que existan en las instituciones públicas, oficinas encargadas del control y mejora de los servicios que se brindan a los ciudadanos-usuarios a fin de eliminar excesos burocráticos; no obstante, introducir en esta regulación esa figura no parece ser lo procedente y podría atentar contra la autonomía universitaria, ya que no se está reformando para la constitución de una oficina “Contralora” de la actividad institucional sino para un ente “Informativo” de las gestiones que necesita realizar el usuario, con el objetivo de obtener un permiso, autorización o respuesta a una petición.
Las Oficinas de “Contraloría de Servicios” son por esencia distintas a las “Plataformas de Servicio”; las primeras se encargan de resolver a los usuarios quejas y denuncias por actuaciones irregulares de funcionarios de las diferentes dependencias, así como el reconocimiento por sus labores; no así las segundas, que funcionan generalmente como oficinas informativas y receptoras de documentos, así como agencias de atención al público para brindar la orientación necesaria a los usuarios.
Ante este razonamiento y en la búsqueda de una mayor exactitud jurídica, esta oficina asesora institucional reconoce que existen serios inconvenientes en admitir esta composición que combina la figura jurídica de la “Contraloría de Servicios” con la usual “Oficina de Información al Usuario” o “Plataforma de Información al Ciudadano”, que funciona para explicar los requisitos y procedimientos de trámites concernientes a la institución y  a sus usuarios.  
Así las cosas, esta Asesoría Legal recomienda realizar la observación, a la distinguida Comisión Legislativa  encargada de la labor de discusión del proyecto, a fin de que se proponga la modificación del párrafo final del numeral cuarto que se proyecta reformar,  para que en lugar de la figura de una “Contraloría o Plataforma de Servicios” se inste a la designación en las instituciones de una “Oficina de Información al Usuario o Ciudadano”, en total armonía con lo que establece el contenido del ordenamiento jurídico, que se aprobó en la Ley 8220; lo anterior debido a que el concepto de “Contraloría de Servicios” es un concepto más amplio y requiere de una regulación singular en otra normativa apropiada.
Observaciones sobre Artículo 7 de la reforma denominado: Procedimiento para aplicar el silencio positivo:
El numeral sétimo de la ley vigente, establece dos fórmulas para que el interesado pueda hacer uso del derecho que le otorga el silencio positivo. La primera es la confección simple de una nota, donde el solicitante le indica a la Administración que presentó en forma completa los requisitos exigidos y que esta no resolvió en tiempo y forma, dando lugar a la aplicación del silencio positivo. 
La segunda fórmula vigente es más onerosa y formal, ya que esa nota no la realiza el interesado por su cuenta, sino que contrata los servicios de un notario público, para que el profesional en Derecho confeccione un Acta Notarial, con la misma información señalada en el apartado anterior.
Ahora bien, en el proyecto de reforma de este artículo, se introduce como novedad, que en lugar de la nota escrita, el solicitante realice una Declaración Jurada debidamente autenticada por abogado, donde se indique los mismos razonamientos del Acta Notarial que señala el numeral sétimo de la ley original.
De igual forma, el precepto original establece como obligación de la Administración, emitir el día hábil siguiente un pronunciamiento donde declare que el plazo para resolver ha prescrito y la solicitud no fue aprobada, por lo que se debe aplicar el silencio positivo. 
En el proyecto de reforma, se alarga el plazo para dicho pronunciamiento de la Administración a tres días hábiles, con la salvedad de que si la misma no emite este documento, se tendrá por aceptada la aplicación del silencio positivo.
Esta Asesoría Legal encuentra particular, que el proyecto de reforma legislativa lejos de disminuir el exceso de requisitos en los trámites para los usuarios, por el contrario en este punto lo complica e inclusive lo constituye en oneroso en forma deliberada, ya que de una nota sencilla del interesado pasa a la obligación de presentar una declaración jurada formal, la cual debe además ser autenticada por la leyenda, rúbrica y sello de un profesional en Derecho. 
La administración al ser el depositario de los documentos originales de la solicitud, tiene como ningún otro, la facilidad de verificar lo que se indica en la nota o en la declaración jurada, con los oficios que lo respaldan por ser precisamente la responsable de su calificación.
El hecho mismo de que se hayan o no completado y cumplido los requisitos solicitados para un trámite, corresponde a la labor normal del calificador, no así del calificado que es quien está a la espera de la respuesta administrativa o del transcurso del plazo de caducidad, para aplicar a su favor el silencio positivo que esta inactividad pueda generar.
En este sentido el análisis que esta Asesoría Legal emite  en este punto, le generan serias dudas de que dicha reforma en ese sentido lleve implícito el espíritu de la ley original, cuyo objetivo es hacer de los trámites administrativos más ágiles y menos excesivos para el ciudadano.
Observaciones sobre Artículo 10 de la reforma denominado: Responsabilidad de la Administración y el funcionario:
El numeral en consulta presenta como elementos de novedad respecto a la ley que pretende modificar, tres incisos: i), j) y k), los cuales se analizan separadamente para emitir un análisis puntual de cada uno de ellos.
Inciso i): 
“i) Rechazar los documentos expedidos válidamente por otros órganos, entes o instituciones del Estado en el ejercicio de su propia competencia…”
“En aplicación del inciso i) anterior, cuando un funcionario considere que algún documento expedido por otra institución pueda presentar vicios susceptibles de producir una nulidad, así lo comunicará a la Institución que lo emitió, pero tendrá la obligación de aceptar el documento mientras éste no sea anulado de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VI, Título VI, Libro I de la Ley General de la Administración Pública N° 6227 de 2 de mayo de 1978, y sus reformas.”
Esta Asesoría Legal encuentra coherencia del inciso del proyecto de reforma, con lo que regula la ley original, precisamente porque la reducción del exceso de requisitos, debe amparar que los documentos expedidos oficialmente por las autoridades competentes de las entidades e instituciones públicas y autónomas, tienen implícito el carácter de validez y fe pública, regidos bajo el principio de autenticidad y conservación de los actos. Estos deben ser calificados y considerados útiles y eficaces 
hasta que se demuestre por los medios legales apropiados que existe falsedad en ellos. De esta forma realmente se estará protegiendo al usuario o ciudadano de requerimientos excesivos.
Inciso j):
“j) No realizar  la evaluación costo-beneficio de la regulación, cuando corresponda.”
Este inciso se presenta en concordancia con el numeral 12 que se introduce como parte del proyecto de reforma, por lo cual se analizarán sus efectos en el apartado que corresponde al estudio de ese artículo que se pretende incorporar a la ley.
Inciso k):
“k) No acatar los criterios realizados por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, a través de la Dirección de Mejora Regulatoria, en cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley y los principios de mejora regulatoria.”
Este inciso igualmente que el anterior tiene estrecha relación con los numerales 11 y 13 del proyecto de reforma, por lo que un análisis separado de ellos no sería lo adecuado. 
Pasemos entonces precisamente al análisis del artículo 2 del proyecto de reforma que pretende adicionar a la ley original 3 nuevos numerales 11, 12 y 13 así como un transitorio a la ley 8220:
Observaciones sobre Artículo 11 adicional denominado: Rectoría:
El numeral décimo primero que se adiciona, en el proyecto de reforma a la ley de protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, no deja posibilidad de interpretación alguna, ni margen para el análisis.
Dicho artículo indica sin más explicación, que será el Ministerio de Economía, Industria y Comercio a través de su dependencia denominada Dirección de Mejora Regulatoria, Rector en lo correspondiente a simplificar los trámites y mejorar los procedimientos regulatorios, así como velar por el cumplimiento de esta ley. 
Con la clara advertencia de que si no se acatan las directrices y criterios de ese ministerio rector, el funcionario y la administración estarían contraviniendo el inciso k) del artículo 10 propuesto como novedad de este proyecto de reforma, por lo que serían ambos responsables por el incumplimiento de disposiciones y principios de esta ley.  
Evidentemente la redacción de este artículo adicional no permite más respuesta que admitirlo o rechazarlo de plano. En ese sentido, esta Asesoría Legal debe rechazarlo absolutamente, en virtud de que amenaza la incuestionable autonomía universitaria que nos ampara como potestad constitucional. 
No es admisible al I.T.CR. que se le impongan rectorías administrativas por parte de entes del sector público central, las cuales emitan circulares o directrices obligatorias, por encima de las competencias de nuestros entes directores; ante esta realidad lo conveniente es recomendar a la Distinguida Comisión Legislativa que proceda a la eliminación de dicho párrafo del  artículo adicional. 
No obstante, en un afán de rescatar y corregir adecuadamente la norma que se pretende introducir como adicional, sería rescatable el numeral si se establecen claramente los límites de la misma, respecto a cuales entes se verán implicados en esta rectoría ministerial; lo anterior debido a que se indica en el párrafo segundo de ese cuestionado numeral, que los entes contemplados en el artículo 1 donde se hace referencia a las entidades autónomas y con autonomía especial como es la universitaria, serán responsables de velar por el cumplimiento y seguimiento de los programas de mejora regulatoria que se establezcan.
Ahora bien, para ser admisible tal circunstancia, se debería señalar en el numeral del proyecto, que cada ente autónomo y con autonomía universitaria, en ejercicio de sus facultades, establecerá sus programas de mejora regulatoria y designará a sus oficiales de simplificación de trámites en cada institución, teniendo como supletorias las directrices que emita el ministerio de Economía, Industria y Comercio.
Observaciones sobre Artículo 12 adicional denominado: Evaluación Costo-Beneficio:
El numeral que se adiciona mediante este proyecto de reforma, inicia estableciendo una obligación de realizar una evaluación costo-beneficio en las instituciones de la Administración Pública, central y descentralizada, instituciones autónomas y semiautónomas, órganos con personalidad jurídica instrumental, entes públicos no estatales, municipalidades y empresas públicas, antes de emitir nuevas regulaciones o reformas a las existentes, lo cual es conforme con el espíritu de la ley; sin embargo, este mismo artículo en su párrafo segundo encarga la vigilancia del cumplimiento de esta obligación al ministerio de Economía, Industria y Comercio, a la Dirección de Mejora Regulatoria de esa misma dependencia y al Ministerio de la Presidencia por medio de la Dirección de Leyes y Decretos.
Es precisamente en ese segundo párrafo descrito donde esta Asesoría Legal no lo considera procedente, ya que limita la autonomía universitaria de nuestra institución al quedar vinculada en esta materia a la ordenanza y vigilancia de dos entes ministeriales del Gobierno Central, violentando la potestad constitucional que permite darse su organización, administración y gobierno propio con independencia funcional, según lo reza el numeral 84 de nuestra Carta Magna. 
Así las cosas, si bien es importante el estudio de evaluación costo-beneficio previo a la introducción de nuevos requisitos o procedimientos para el administrado, es la propia institución universitaria, a través de sus autoridades competentes, la que tiene la posibilidad de vigilancia del cumplimiento de la normativa referente al tema, sea esta interna o nacional.
Observaciones sobre Artículo 13 adicional denominado: Criterio Vinculante:
El numeral décimo tercero del proyecto de reforma intenta sumergir en  compromiso a todos los entes centralizados y descentralizados, autónomos y semiautónomos dentro de los criterios emitidos por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio en materia de regulaciones y procedimientos, indicando que esos criterios tienen carácter vinculante para todas las instituciones señaladas en el artículo 1 de la ley original.
Es claro que la Asesoría Legal del I.T.CR. en forma alguna puede estar de acuerdo con lo expresado en este numeral, que se proyecta adicionar a la ley; ese criterio vinculante sería una clara intromisión en la potestad de autonomía universitaria y por lo cual esta oficina recomienda la eliminación del numeral o en su defecto indicar claramente que esta normativa es aplicable únicamente a los entes del gobierno central, no así a las instituciones autónomas y las que gozan de una especial autonomía reforzada como las universidades, que se regirán por sus normas internas propias. 
Observaciones sobre Artículo Transitorio adicional: 
Este numeral transitorio al igual que el artículo anterior del proyecto de reforma, es un intento de uniformar el sector público como uno solo, sin respetar los derechos y facultades que las instituciones autónomas tienen constitucionalmente establecidos; por lo que en forma similar a lo indicado en la sección precedente, la Oficina de Asesoría Legal categóricamente se opone a la redacción de este transitorio, si no existe la aclaración y delimitación de que sus efectos únicamente se destinan a los entes del gobierno central, mientras que las instituciones autónomas y con autonomía universitaria atenderán a sus ordenamientos jurídicos internos”.
ACUERDA: 
a. Apoyar el “Proyecto de Ley reforma y adición de un artículo a la Ley No. 8220 protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.956, siempre y cuando esta reforma no limite la autonomía universitaria de nuestra Institución y se tome en cuenta las observaciones y recomendaciones vertidas en los criterios técnicos.
b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ARTICULO 14.	Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto “Ley de Símbolos Patrios y Valores Cívicos”, el cual se tramita bajo Expediente No. 16.678
La señorita Giannina Ortiz presenta la propuesta denominada: “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto “Ley de Símbolos Patrios y Valores Cívicos”, el cual se tramita bajo Expediente No. 16.678”. (Adjunta a la carpeta de esta acta), elaborada por la Presidencia.
El señor Isidro Álvarez consulta sobre el desfase de fechas en relación con la fecha de solicitud y la respuesta recibida, ya que la primera solicitud de criterio se da el 24 de junio y hasta seis meses después se hace el recordatorio.
La señora Bertalía Sánchez aclara que en este caso particular, la solicitud se remitió desde el 24 de junio a la Escuela y nunca se recibió respuesta; no obstante, algunos  miembros de este mismo órgano comentaron sobre la problemática de que  hay escuelas e instancias que no le dan importancia a este tipo de solicitudes y no las atienden; por lo que, ella se dio a la tarea de hacer un recordatorio a todas las escuelas  sobre todos los proyectos pendientes, dando un ultimátum para que los atendieran y así poder darles trámite; la solicitud generó  varias respuestas  y  ya se han recibido varios criterios que estaban sin ser atendidos por este Consejo.
La señora Grettel Castro señala que es muy importante que las personas respondan  dentro del plazo, en ese sentido se deben analizar las posibilidades de tiempo, porque hay que recordar que como ciudadanos tenemos ese deber y se debe aprovechar ese derecho; es importante reconocer que en esta Institución las personas deben sacar tiempo de sus funciones ordinarias para realizar esta tarea.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Boleta de Comunicación de la Rectoría Ref. 359-10, con fecha 14 de junio de 2010, en la que se adjunta copia del oficio recibido de la Asamblea Legislativa CPAS-493-16.678, en el que solicitan el criterio sobre el Proyecto de “Ley de Símbolos Patrios y Valores Cívicos”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.678.
2. Mediante oficio SCI-440-2010, de fecha 24 de junio de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Máster Rosaura Méndez; Directora de la Escuela de Cultura y Deporte, en el cual se solicita emitir el respectivo criterio sobre el Proyecto de “Ley de Símbolos Patrios y Valores Cívicos”.
3. Mediante oficio SCI-856-2010, de fecha 02 de noviembre de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Máster Rosaura Méndez; Directora de la Escuela de Cultura y Deporte, mediante el cual se hace reiteración de solicitud de análisis del Proyecto “Ley de Símbolos Patrios y Valores Cívicos”.
4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió oficio CD-198-2010, suscrito por la Dra. Rosaura Méndez, Directora de la Escuela de Cultura y Deporte, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite el respectivo criterio elaborado por la M.Sc. Desirée Mora, el cual dice:
“Ciertamente como bien lo señala la Diputada Sandra Quesada, nuestra ley sobre símbolos patrios, es ya una vetusta reliquia legal que nos ha acompañado por más de un siglo, con las implicancias que esto conlleva a nivel social, ya que la Ley como todo acto social, debe ir renovándose según las circunstancias históricas y contextuales de los tiempos.  Sin duda alguna es muy atinado por parte de la Diputada Quesada, solicitar la remoción de nuestros símbolos patrios y por ende nuestra participación de eventos oficiales vinculados con actividades de orden militar, como bien se menciona en el artículo 12 del capítulo cuarto de dicha propuesta de Ley, siendo consecuentes como Nación de los valores de paz, resolución de conflictos por vías pacíficas y respeto a los derechos humanos que tal acción simbólica de ausencia representaría.
Sin embargo, también se puede aprovechar este momento de reflexión, para establecer cuál ha sido el devenir de la construcción del estado nación costarricense y el tipo de patria que deseamos en una Costa Rica del siglo XXI y los símbolos que deben representar tal conceptualización, para nadie es un secreto que la construcción de la identidad costarricense hace más de 100 años, implicó la invisibilización de grupos culturales distintos al hegemónico que detentaba el poder político, económico y social en aquellos momentos, este parece ser un buen momento para ser consecuentes con los valores que se mencionan en el artículo 24, sobre el fomento de los derechos humanos y el diálogo, si realmente este es un planteamiento congruente, no sólo se debe dar el paso de actos simbólicos pro desarme, sino también reconocer formalmente la diversidad cultural que somos como nación, conocerla, estudiarla con detenimiento e incluirla en el discurso oficial y en los símbolos patrios, poseemos más de 15 grupos étnicos en nuestro país, que históricamente han sido invisibilizados por el status quo, es hora de respetar sus derechos humanos, que está también su derecho a la diferencia y a la inclusión con respeto a esa diferencia en la vida nacional, desde el punto histórico, económico, político, social, pero también simbólico.
El poder incorporar o crear símbolos patrios inclusivos y representativos de nuestra diversidad cultural, también es un modo de promover “la tradición civilista de nuestro país”, de una manera contundente y asertiva”.
5. La Presidencia del Consejo Institucional, acoge en todos sus extremos el criterio técnico vertido por la Escuela de Cultura y Deporte.
ACUERDA: 
a. Acoger en todos sus extremos el criterio técnico vertido por la Escuela de Cultura y Deporte, del Proyecto de “Ley de Símbolos Patrios y Valores Cívicos”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.678.
b. Instar a la Comisión Permanente de Asuntos Sociales, que analicen y consideren las observaciones emanadas por la Escuela de Cultura y Deporte, citadas en el considerando 4, de este acuerdo. 
c. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La señora Bertalía Sánchez, al margen de los comentarios, informa que hay personas que le han consultado si este tipo de trabajo sirve para paso de categoría, ya que las personas lo consideran como una tarea extraordinaria, a lo que la respuesta fue que esa colaboración es parte del quehacer institucional  y del aporte técnico como universidad. Acota que en las notas de solicitud, se resalta siempre el agradecimiento por parte del Consejo Institucional por este apoyo que brindan.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ARTICULO 15.	Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre Proyecto de Ley Promoción del ahorro del papel en la Administración Pública, Expediente Legislativo No. 17.136
La señora Giannina Ortiz presenta la propuesta denominada: “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre Proyecto de Ley Promoción del ahorro del papel en la Administración Pública, Expediente Legislativo No. 17.136”. (Adjunta a la carpeta de esta acta), elaborada por la Presidencia.
La señora Lilliana Harley manifiesta que le llama la atención de que en los criterios se habla mucho de reciclaje, pensó que se iba a hablar más del uso del papel y su economía, considera que el criterio debe ir por la línea que se pueda reutilizar el papel, así como imprimir por ambos lados de la hoja, para hacer un uso eficiente de este recurso.
La señorita Giannina Ortiz opina que este es un proyecto de ley y que entrar en detalles a ese nivel, son cuestiones operativas de cada institución.  Comenta que por lo que analizó del proyecto, este pretende generar la política de ahorro, y esta institución en ese sentido ha venido haciendo un papel relevante.
La señora Grettel Castro solicita cambiar la palabra ahorrar por “disminuir el consumo en la fuente”, lo cual tiene una serie de implicaciones que las diferentes instancias de acuerdo con su forma de vivir de día a día, deben ponerse a implementar.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Boleta de Comunicación de la Rectoría Ref. 369-10, con fecha 10 de setiembre de 2010, en la que se adjunta copia del oficio recibido de la Asamblea Legislativa CG-424-2010, en el que solicitan el criterio sobre el Proyecto de Ley “Promoción del ahorro de papel en la Administración Pública”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.136.
2. Mediante oficio SCI-670-2010, de fecha 16 de setiembre de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Lic. Walter Vargas Mena, Director de la Escuela de Química y la M.Sc. Teresa Salazar Rojas, Coordinadora del Sistema de Gestión, en el cual se solicita emitir el respectivo criterio sobre el Proyecto de Ley “Promoción del ahorro del papel en la Administración Pública”.
3. Mediante oficio SCI-861-2010, de fecha 02 de noviembre de 2010, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la M.Sc. Teresa Salazar, Coordinadora Sistema de Gestión Ambiental, se reitera la solicitud de análisis del Proyecto Ley “Promoción del ahorro del papel en la Administración Pública”.
4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió oficio EQ-359-2010, de fecha 28 de setiembre de 2010, suscrito por el Lic. Walter Vargas Mena, Director de la Escuela de Química, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta los criterios técnicos del  M.Eng. Juan Carlos Salas Jiménez y la Ing. Lilliana Gaviria Montoya, con respeto al Proyecto de Ley “Promoción del ahorro del papel en la Administración Pública”.
5. Mediante oficio Al-104-2010, suscrito por la Ing. Lilliana Gaviria M., Coordinadora de la Carrera de Ingeniería Ambiental, emite las siguientes observaciones al Proyecto de Ley “Promoción de ahorro del papel en la Administración Pública”, que dicen:
“Página 2, tercer párrafo en lugar de cuestiones medioambientales y de ahorro, corregir por:  el tema ambiental y la eficiencia del uso de recursos.  En el cuarto párrafo en vez de Ahorrar, anotar:  Disminuir el consumo en la fuente.
Página 4, artículo 3, inciso d), en lugar de basura, colocar: residuos sólidos.  En el inciso e), en vez de desechos, escribir: residuos.  En el Capítulo III, Artículo 7 (título), en lugar de recogida, escribir: recolección.  Artículo 7 (párrafo), las primeras dos líneas deben decir: La Administración Pública deberá introducir un sistema para la recuperación con recolección y almacenamiento de papel usado en todas las instalaciones.
Página 5, artículo 9, se sugiere agregar un inciso c) un porcentaje de disminución al año en el consumo de papel.  Artículo 10, se sugiere agregar un inciso c) Reportar el ahorro por año.  Artículo 11, en el inciso a) no es necesario tanto contenedor, se puede poner solo 1 y agregar una persona encargada para separar y entregar el papel.  Artículo 11, se sugiere agregar un inciso f) suscribir convenios con empresas o personas para que se lleven el papel.
Página 6, del Capítulo IV, artículo 12, el inciso c) no está claro.
Página 7, artículo 15, se sugiere agregar un inciso d) Comunicar cada año el ahorro económico y ambiental que se obtuvo por el uso eficiente del recurso papel”.
6. Mediante oficio CIPA-53-10, el M.Eng. Juan Carlos Salas Jiménez, Coordinador del CIPA, emite criterio al Proyecto de Ley “Promoción de ahorro del papel en la Administración Pública”, que dice:
“Es importante que se promueva el ahorro de papel en las instituciones públicas, con el fin de ahorrar recursos naturales y económicos.
En cuanto al capítulo III de acuerdo a la experiencia generada en el Instituto Tecnológico de Costa Rica, durante los últimos 14 años a través de Manejo de desechos Institucionales (MADI), en lo que respecta a la recuperación de papel para reciclar, se indica los siguientes aspectos.
1.  Se debe informar a los funcionarios públicos sobre los tipos de papel que se pueden reciclar.  Por ejemplo, la envoltura de las resmas de papel no es reciclable porque tiene alta resistencia a la humedad igualmente el papel carbón, los envases de leche y tretrabric que tienen varias capas (papel, aluminio y plástico).  En el Instituto Tecnológico de Costa Rica, tenemos un panfleto de información de lo que se puede reciclar.
2.   Debe colocar una caja de cartón debidamente rotulada, exclusiva para el reciclaje de papel, en cada oficina y no utilizarla para almacenar ningún otro material.  El conserje debe pasar recolectando el papel y llevarlo a un lugar designado para acopiar una cantidad que sea significativa para transarlo a centro de reciclaje donde se realiza el proceso de clasificación.  Se debe tener una segunda opción, un recipiente plástico adicional en el pasillo debidamente rotulado para reciclaje de papel, por si se llena la caja de la oficina.
3.   En el artículo 11 Almacenamiento a) no debe separarse el papel en sus diferentes clases en las instalaciones públicas, ya que esto no es funcional, porque se requiere más tiempo, recipiente adicionales, espacio y lo que se debe promover es que no se vote en el basurero.
4.   Después de las etapas de recolección, almacenamiento y acopio en un lugar con las dimensiones adecuadas en la institución, la siguiente etapa es el transporte a un centro de reciclaje, donde se realiza la clasificación del papel, de acuerdo con las especificaciones del fabricante, actualmente el papel se clasifica en los siguientes tipos: pulpa, blanco impreso, primera mezclada, segunda mezclada, papel color, papel periódico, directorios”.
7. Se recibe oficio SiGA-22-2010, de fecha 10 de noviembre de 2010, suscrito por la M.Sc. Teresa Salazar Rojas, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite las siguientes observaciones al Proyecto de Ley “Promoción de ahorro del papel en la Administración Pública”, que dicen:
“Capítulo III, Artículo 11, se considera recomendable la separación de los diferentes tipos de papel en los diferentes contenedores para sitios comunes, por ejemplo, donde exista una sala de impresión común, no así para oficinas individuales.
Capítulo IV, Artículo 12 c), no queda claro a partir de qué tamaño de “espacios blancos”, se debe recortar, ni cuál será el fin de los recortes, ya que se habla de separarlos según Artículo 11, lo cual implicaría que irían a reciclaje.
Capítulo V, Artículo 14, se hace referencia a personal contratado o designado para el reciclaje y sería más bien personal designado para la recuperación del papel.  También no se considera que dicho personal se le deba asignar la responsabilidad del mantenimiento de los equipos, impresoras y fotocopiadoras, sino más bien se debería promocionar la implementación de planes de mantenimiento preventivo para dichos equipos”.
ACUERDA: 
a. Apoyar el Proyecto de Ley “Promoción del ahorro del papel en la Administración Pública”, el cual se tramita bajo el Expediente No. 17.136.
b. Instar a la Comisión Permanente de Gobierno y Administración que analice y considere las recomendaciones emanadas por los entes técnicos de nuestra Institución; citadas en los considerandos 5, 6 y 7, de este acuerdo.
c. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2690. 
ASUNTOS VARIOS
ARTICULO  16. Informe de Prensa 
La señora Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, comunica que se recibió Informe de Prensa, en versión digital , el cual consta en la carpeta de sesiones digitales de la presente sesión; correspondiente a la semana del 10 al 17 de noviembre del 2010. (Documento adjunto a la carpeta de esta acta).
ARTICULO 17.	Definición puntos de agenda para la próxima sesión. 
No se definieron puntos de agenda para la próxima sesión.
No habiendo más asuntos que tratar, al ser las once horas con veinte minutos de la mañana, se levanta la Sesión.
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